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PRESENTACIÓN

PRÓLOGO

“La indigencia y la feminización de la pobre-
za, el desempleo, la creciente fragilidad del 
medio ambiente, la continua violencia contra 
la mujer y la exclusión generalizada de la mi-
tad de la humanidad de las instituciones de 
poder y de gobierno, ponen de manifiesto la 
necesidad de seguir luchando por conseguir 
el desarrollo, la paz  y la seguridad y encon-
trar soluciones para alcanzar un desarrollo 
sostenible centrado en las personas.
... sólo una nueva era de cooperación entre los 
gobiernos y los pueblos basada en un espíritu 
de asociación, un entorno social y económico 
internacional equitativo y una transforma-
ción radical de la relación entre la mujer y el 
hombre en una asociación plena y en condi-
ciones de igualdad, harán posible que el mun-
do salve las dificultades del siglo XXI”     

Plataforma de Acción de Beijing  1995 

Para dar respuesta a este requerimiento se 
crea, el 7 de marzo de  1997  la “Comisión 
Tripartita para la Igualdad de Oportu-
nidades y Trato en el Empleo”(CTIOTE) 
y dos años más tarde se institucionaliza 
como instancia asesora especializada del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en 
cuestiones de género, integrada por la Di-
rección Nacional de Empleo y la Inspección 
General del Trabajo y de la Seguridad Social 
de este Ministerio, el Inmujeres del MIDES, 
las Cámaras Empresariales y el PIT/CNT.

Han transcurrido 18 años desde que esta 
Comisión Tripartita ha iniciado su trabajo, 
cosechando importantísimos logros duran-
te todo el período.

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
considera a la Tripartita de Igualdad como 
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un innegable instrumento de diálogo so-
cial, de promoción del trabajo decente y de 
fortalecimiento del derecho a la igualdad 
entre mujeres y hombres en el mundo del 
trabajo. El desafío de los próximos años 
será consolidar este espacio para  poder 
garantizar el ejercicio pleno del derecho a 
la igualdad

Sin embargo, somos conscientes que aún 
hoy existe discriminación entre mujeres y 
hombres y que aún no se ha logrado incor-
porar la perspectiva de género en todos los 
ámbitos relacionados al  trabajo y al em-
pleo.

Aún hoy las mujeres tienen más dificulta-
des para acceder y mantenerse en un pues-
to de trabajo de calidad, para ocupar luga-
res de decisión, para ser remuneradas igual 
que los hombres y para compartir con estos 
las responsabilidades familiares.

No obstante, se ha avanzado en la toma de 
conciencia respecto a esta discriminación,  
en el análisis de sus causas y en las acciones 
para revertirla. En tal sentido entendemos, 
conjuntamente con la CTIOTE- que es nece-
sario informar y difundir los avances que se 
realizan en cuanto a derechos de las muje-
res en el ámbito laboral, así como capacitar 
a los operadores del mundo de trabajo – y 
especialmente a los y las funcionarias de 
esta Secretaría de Estado- en el contenido 
y aplicación de dichas normas.

Tal ha sido uno de los compromisos asumi-
dos por el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y mediante la difusión y acceso a esta 
recopilación normativa de los derechos de 
las mujeres en el mundo del trabajo, es que 
entendemos estar cumpliendo con dicho 
compromiso, en tanto cada funcionario o 

funcionaria de este Ministerio, en cualquie-
ra de las reparticiones  ubicadas a lo largo 
y ancho del país pueda conocer, difundir y 
aplicar las normas vigentes en materia de 
igualdad de género en el trabajo.

Ministro de Trabajo y Seguridad Social

La Comisión Tripartita para la Igualdad de 
Oportunidades y Trato en el Empleo (CTIO-
TE) inició sus actividades en marzo de 1997.

En estos 18 años hemos generado infor-
mación y estudios, hemos capacitado a  
operadores del mundo del trabajo, hemos 
elaborado el Plan Nacional de Igualdad de 
Oportunidades y Trato en el Empleo e im-
plementado algunas de sus medidas, hemos 
acordado marcos normativos que generan 
equidad de género, como las leyes de traba-
jo doméstico y acoso sexual, hemos impul-
sado la creación del Programa Proimujer 
del INEFOP y participado en el diseño de 
sus capacitaciones, hemos promovido la 
incorporación de cláusulas de género en la 
negociación colectiva, priorizado la interac-
ción con ámbitos locales y departamentales 
relacionados con la igualdad de género y 
participado reiteradamente en encuentros 
regionales de Tripartitas de Igualdad.

En nuestro Plan de Trabajo y en concordan-
cia con el objetivo específico de difundir, 
sensibilizar y dar seguimiento a normativas 
relacionadas con la igualdad de oportunida-
des y trato en el empleo, se estableció como 
una de las metas la recopilación sobre la 
normativa relacionada con la igualdad de 
género en el trabajo, con la finalidad básica 
de que los operadores del Ministerio de Tra-
bajo que se relacionan con los y las trabaja-
doras y las empresas, tuvieran a su alcance, 
para conocimiento y aplicación a las situa-
ciones que se les plantearan, un manual es-
pecífico que contuviera las normas vigentes 
en la materia.

Esta publicación es el resultado concreto de 
la meta que se propusiera la CTIOTE, para 
lo cual ha contado con el trabajo de recopi-
lación de todas sus integrantes y la colabo-

ración y apoyo económico del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social.

Agradecemos por tanto dicho apoyo y espe-
ramos que esta publicación colabore para 
promover y desarrollar la igualdad entre 
hombres y mujeres en el mundo del trabajo.

Ma. Sara Payssé
Coordinadora
Comisión Tripartita para la Igualdad de 
Oportunidades y Trato en el Empleo 



CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA

CAPÍTULO 1
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Artículo 7°
Los habitantes de la República tienen dere-
cho a ser protegidos en el goce de su vida, 
honor, libertad, seguridad, trabajo y propie-
dad. Nadie puede ser privado de estos de-
rechos sino conforme a las leyes que se es-
tablecieron por razones de interés general.

Artículo 8º
Todas las personas son iguales ante la ley, no 
reconociéndose otra distinción entre ellas 
sino la de los talentos o las virtudes.

Artículo 54
La ley ha de reconocer a quien se hallare 
en una relación de trabajo o servicio, como 
obrero o empleado, la independencia de su 
conciencia moral y cívica; la justa remune-
ración; la limitación de la jornada; el des-
canso semanal y la higiene física y moral.  
El trabajo de las mujeres y de los menores 
de dieciocho años será especialmente re-
glamentado y limitado.

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA
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Principales instrumentos 
internacionales y regionales 

sobre igualdad y no discriminación

CAPÍTULO 2
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I. Convención sobre la Elimina-
ción de Todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer
(CEDAW, ONU,1979)

Artículo 11: “Los Estados partes adopta-
rán todas las medidas apropiadas para eli-
minar la discriminación contra la mujer en 
la esfera del empleo a fin de asegurar, en 
condiciones de igualdad entre hombres y 
mujeres, los mismos derechos en particular:
a. El derecho al trabajo como derecho ina-
lienable de todo ser humano. 
b. El derecho a las mismas oportunidades 
de empleo, inclusive a la aplicación de los 
mismos criterios de selección en cuestio-
nes de empleo. 
c. El derecho a elegir libremente profesión 
y empleo, el derecho al ascenso, a la estabi-
lidad en el empleo y a todas las prestacio-
nes y otras condiciones de servicio, y el de-
recho al acceso a la formación profesional 
y al readiestramiento, incluido el aprendi-
zaje, la formación profesional superior y el 
adiestramiento periódico.
d. El derecho a igual remuneración, inclu-
sive prestaciones, y a  igualdad de trato 
con respecto a un trabajo de igual valor, así 
como a igualdad de trato con respecto a la 
evaluación de la calidad de trabajo.
e. El derecho a la seguridad social, en par-
ticular en casos de jubilación, desempleo, 
enfermedad, invalidez, vejez y otra inca-
pacidad para trabajar, desempleo, enfer-
medad, invalidez, vejez u otra incapacidad 
para trabajar, así   como el derecho a vaca-
ciones pagadas. 

f. El derecho a la protección de la salud y a la se-
guridad en las condiciones de trabajo incluso la 
salvaguardia de la función de la reproducción.”

II. Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer 
(Belem do Pará, OEA, 1994): 

Artículo 2: Se entenderá que violencia 
contra la mujer incluye la violencia física, 
sexual y psicológica: 
a. que tenga lugar dentro de la familia o uni-
dad doméstica o en cualquier otra relación 
interpersonal, ya sea que el agresor compar-
ta o haya compartido el mismo domicilio que 
la mujer, y que comprende, entre otros, vio-
lación, maltrato y abuso sexual; 
b. que tenga lugar en la comunidad y sea 
perpetrada por cualquier persona y que 
comprende, entre otros, violación, abuso 
sexual, tortura, trata de personas, prostitu-
ción forzada, secuestro y acoso sexual en el 
lugar de trabajo, así como en instituciones 
educativas, establecimientos de salud o 
cualquier otro lugar, y  
c. que sea perpetrada o tolerada por el Esta-
do o sus agentes, donde quiera que ocurra. 
Artículo 6:  El derecho de toda mujer a una 
vida libre de violencia incluye, entre otros: 
a. el derecho de la mujer a ser libre de toda 
forma de discriminación, y 
b. el derecho de la mujer a ser valorada y 
educada libre de patrones estereotipados 
de comportamiento y prácticas sociales y 
culturales basadas en conceptos de inferio-
ridad o subordinación. 

Principales instrumentos internacionales y 

regionales sobre igualdad y no discriminación
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III. Convenios internacionales de 
trabajo sobre igualdad
Ley Nº 16.063
O.I.T.
Apruébanse Los Convenios Interna-
cionales Destinados A Garantizar De-
terminados Derechos Humanos Funda-
mentales
El Senado y la Cámara de Representantes 
de la República Oriental del Uruguay, reu-
nidos en Asamblea General,
Decretan:

Artículo 1
Apruébanse los Convenios Internaciona-
les destinados a garantizar los derechos 
humanos fundamentales, que se detallan a 
continuación:
•	 Nº 100 respecto a la igualdad de remu-
neración entre la mano de obra masculina 
y la mano de obra femenina por un trabajo 
de igual valor, adoptado por la Conferencia 
General de la Organización Internacional 
del Trabajo, en el transcurso de su trigési-
mo cuarta reunión celebrada en Ginebra, 
en el mes de junio de 1951.
•	 Nº 111 relativo a la discriminación en ma-
teria de empleo ocupación, adoptado por la 
Conferencia General de la Organización Inter-
nacional del Trabajo, en el transcurso de su 
cuadragésima segunda reunión celebrada en 
Ginebra, durante el mes de junio de 1958.
•	 Nº 156 referente a los trabajadores con 
responsabilidades familiares, adoptado 
por la Conferencia General de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo, en el trans-
curso de su sexagésima reunión celebrada 
en Ginebra, en el mes de junio de 1981.

Convenio Internacional 
Del Trabajo Nº 100
Convenio sobre igualdad de remuneración, 1951 
Convenio relativo a la igualdad de remune-
ración entre la mano de obra masculina y 
la mano de obra femenina por un trabajo 
de igual valor. 
Adopta, con fecha veintinueve de junio de 
mil novecientos cincuenta y uno, el siguiente 
Convenio, que podrá ser citado como el Con-
venio sobre igualdad de remuneración, 1951: 

Artículo 1 
A los efectos del presente Convenio: 
a. el término remuneración comprende el 
salario o sueldo ordinario, básico o míni-
mo, y cualquier otro emolumento en dine-
ro o en especie pagados por el empleador, 
directa o indirectamente, al trabajador, en 
concepto del empleo de este último; 
b. la expresión igualdad de remuneración 
entre la mano de obra masculina y la mano 
de obra femenina por un trabajo de igual 
valor designa las tasas de remuneración fi-
jadas sin discriminación en cuanto al sexo. 
Artículo 2 
I. Todo Miembro deberá, empleando me-
dios adaptados a los métodos vigentes de 
fijación de tasas de remuneración, promo-
ver y, en la medida en que sea compatible 
con dichos métodos, garantizar la aplica-
ción a todos los trabajadores del princi-
pio de igualdad de remuneración entre la 
mano de obra masculina y la mano de obra 
femenina por un trabajo de igual valor. 
II. Este principio se deberá aplicar sea por medio de: 
a. la legislación nacional; 
b. cualquier sistema para la fijación de la 
remuneración, establecido o reconocido 
por la legislación; 
c. contratos colectivos celebrados entre 
empleadores y trabajadores; o 
d. la acción conjunta de estos diversos medios. 

Artículo 3 
I. Se deberán adoptar medidas para promo-
ver la evaluación objetiva del empleo, to-
mando como base los trabajos que éste en-
trañe, cuando la índole de dichas medidas 
facilite la aplicación del presente Convenio. 
II. Los métodos que se adopten para esta 
evaluación podrán ser decididos por las au-
toridades competentes en lo que concierne 
a la fijación de las tasas de remuneración, o 
cuando dichas tasas se fijen por contratos 
colectivos, por las partes contratantes. 
III. Las diferencias entre las tasas de re-
muneración que correspondan, indepen-
dientemente del sexo, a diferencias que re-
sulten de dicha evaluación objetiva de los 
trabajos que han de efectuarse, no deberán 
considerarse contrarias al principio de 
igualdad de remuneración entre la mano 
de obra masculina y la mano de obra feme-
nina por un trabajo de igual valor. 
Artículo 4 
Todo Miembro deberá colaborar con las 
organizaciones interesadas de empleado-
res y de trabajadores, en la forma que es-
time más conveniente, a fin de aplicar las 
disposiciones del presente Convenio. 
Artículo 5 
Las ratificaciones formales del presente 
Convenio serán comunicadas, para su re-
gistro, al Director General de la Oficina In-
ternacional del Trabajo. 
Artículo 6 
I. Este Convenio obligará únicamente a 
aquellos Miembros de la Organización In-
ternacional del Trabajo cuyas ratificacio-
nes haya registrado el Director General. 
II. Entrará en vigor doce meses después 
de la fecha en que las ratificaciones de dos 
Miembros hayan sido registradas por el Di-
rector General. 
III. Desde dicho momento, este Convenio 
entrará en vigor, para cada Miembro, doce 

meses después de la fecha en que haya sido 
registrada su ratificación. 

Artículo 7 
I. Las declaraciones comunicadas al Direc-
tor General de la Oficina Internacional del 
Trabajo, de acuerdo con el párrafo 
II. del artículo 35 de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo, 
deberán indicar: 
a. los territorios respecto de los cuales el 
Miembro interesado se obliga a que las dis-
posiciones del Convenio sean aplicadas sin 
modificaciones; 
b. los territorios respecto de los cuales se 
obliga a que las disposiciones del Convenio 
sean aplicadas con modificaciones, junto 
con los detalles de dichas modificaciones; 
c. los territorios respecto de los cuales sea 
inaplicable el Convenio y los motivos por 
los cuales sea inaplicable; 
d. los territorios respecto de los cuales re-
serva su decisión en espera de un examen 
más detenido de su situación. 
III. Las obligaciones a que se refieren los 
apartados a) y b) del párrafo 1 de este ar-
tículo se considerarán parte integrante de la 
ratificación y producirán sus mismos efectos. 
IV. Todo Miembro podrá renunciar, total o 
parcialmente, por medio de una nueva decla-
ración, a cualquier reserva formulada en su 
primera declaración en virtud de los aparta-
dos b), c) o d) del párrafo 1 de este artículo. 
V. Durante los períodos en que este Convenio 
pueda ser denunciado de conformidad con 
las disposiciones del artículo 9, todo Miembro 
podrá comunicar al Director General una de-
claración por la que modifique, en cualquier 
otro respecto, los términos de cualquier de-
claración anterior y en la que indique la situa-
ción en territorios determinados. 
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Artículo 8 
I. Las declaraciones comunicadas al Direc-
tor General de la Oficina Internacional del 
Trabajo, de conformidad con los párrafos 
4 y 5 del artículo 35 de la Constitución de 
la Organización Internacional del Trabajo, 
deberán indicar si las disposiciones del 
Convenio serán aplicadas en el territorio 
interesado con modificaciones o sin ellas; 
cuando la declaración indique que las dis-
posiciones del Convenio serán aplicadas 
con modificaciones, deberá especificar en 
qué consisten dichas modificaciones. 
II. El Miembro, los Miembros o la autori-
dad internacional interesados podrán re-
nunciar, total o parcialmente, por medio 
de una declaración ulterior, al derecho a 
invocar una modificación indicada en cual-
quier otra declaración anterior. 
III. Durante los períodos en que este Con-
venio pueda ser denunciado de conformi-
dad con las disposiciones del artículo 9, el 
Miembro, los Miembros o la autoridad in-
ternacional interesados podrán comunicar 
al Director General una declaración por la 
que modifiquen, en cualquier otro respecto, 
los términos de cualquier declaración ante-
rior y en la que indiquen la situación en lo 
que se refiere a la aplicación del Convenio. 
Artículo 9 
I. Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio podrá denunciarlo a la expira-
ción de un período de diez años, a partir de 
la fecha en que se haya puesto inicialmen-
te en vigor, mediante un acta comunicada, 
para su registro, al Director General de la 
Oficina Internacional del Trabajo. La de-
nuncia no surtirá efecto hasta un año des-
pués de la fecha en que se haya registrado. 
II. Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio y que, en el plazo de un año des-
pués de la expiración del período de diez 
años mencionado en el párrafo preceden-

te, no haga uso del derecho de denuncia 
previsto en este artículo quedará obligado 
durante un nuevo período de diez años, y 
en lo sucesivo podrá denunciar este Con-
venio a la expiración de cada período de 
diez años, en las condiciones previstas en 
este artículo. 
Artículo 10 
I. El Director General de la Oficina Inter-
nacional del Trabajo notificará a todos los 
Miembros de la Organización Internacional 
del Trabajo el registro de cuantas ratifica-
ciones, declaraciones y denuncias le comu-
niquen los Miembros de la Organización. 
II. Al notificar a los Miembros de la Organi-
zación el registro de la segunda ratificación 
que le haya sido comunicada, el Director 
General llamará la atención de los Miem-
bros de la Organización sobre la fecha en 
que entrará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 11 
El Director General de la Oficina Interna-
cional del Trabajo comunicará al Secreta-
rio General de las Naciones Unidas, a los 
efectos del registro y de conformidad con 
el artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas, una información completa sobre 
todas las ratificaciones, declaraciones y 
actas de denuncia que haya registrado de 
acuerdo con los artículos precedentes. 
Artículo 12 
Cada vez que lo estime necesario, el Con-
sejo de Administración de la Oficina Inter-
nacional del Trabajo presentará a la Confe-
rencia una memoria sobre la aplicación del 
Convenio, y considerará la conveniencia de 
incluir en el orden del día de la Conferencia 
la cuestión de su revisión total o parcial. 
Artículo 13 
I. En caso de que la Conferencia adopte un nue-
vo convenio que implique una revisión total o 
parcial del presente, y a menos que el nuevo 
convenio contenga disposiciones en contrario: 

a. la ratificación, por un Miembro, del nue-
vo convenio revisor implicará, ipso jure, la 
denuncia inmediata de este Convenio, no 
obstante las disposiciones contenidas en el 
artículo 9, siempre que el nuevo convenio 
revisor haya entrado en vigor; 
b. a partir de la fecha en que entre en vigor 
el nuevo convenio revisor, el presente Con-
venio cesará de estar abierto a la ratifica-
ción por los Miembros. 
II. Este Convenio continuará en vigor en 
todo caso, en su forma y contenido actua-
les, para los Miembros que lo hayan rati-
ficado y no ratifiquen el convenio revisor. 
Artículo 14 
Las versiones inglesa y francesa del texto de 
este Convenio son igualmente auténticas. 

Convenio Internacional Del Trabajo Nº 111
Convenio sobre la discriminación 

(empleo y ocupación), 1958 
Convenio relativo a la discriminación en 
materia de empleo y ocupación 
Artículo 1 
I. A los efectos de este Convenio, el término 
discriminación comprende: 
a. cualquier distinción, exclusión o prefe-
rencia basada en motivos de raza, color, 
sexo, religión, opinión política, ascendencia 
nacional u origen social que tenga por efecto 
anular o alterar la igualdad de oportunida-
des o de trato en el empleo y la ocupación; 
b. cualquier otra distinción, exclusión o 
preferencia que tenga por efecto anular o 
alterar la igualdad de oportunidades o de 
trato en el empleo u ocupación que podrá 
ser especificada por el Miembro interesado 
previa consulta con las organizaciones re-
presentativas de empleadores y de trabaja-
dores, cuando dichas organizaciones exis-
tan, y con otros organismos apropiados. 

II. Las distinciones, exclusiones o prefe-
rencias basadas en las calificaciones exigi-
das para un empleo determinado no serán 
consideradas como discriminación. 
III. A los efectos de este Convenio, los tér-
minos empleo y ocupación incluyen tanto 
el acceso a los medios de formación profe-
sional y la admisión en el empleo y en las 
diversas ocupaciones como también las 
condiciones de trabajo. 
Artículo 2 
Todo Miembro para el cual este Convenio se 
halle en vigor se obliga a formular y llevar 
a cabo una política nacional que promue-
va, por métodos adecuados a las condicio-
nes y a la práctica nacionales, la igualdad 
de oportunidades y de trato en materia de 
empleo y ocupación, con objeto de eliminar 
cualquier discriminación a este respecto. 
Artículo 3 
Todo Miembro para el cual el presente 
Convenio se halle en vigor se obliga por 
métodos adaptados a las circunstancias y 
a las prácticas nacionales, a: 
a. tratar de obtener la cooperación de las 
organizaciones de empleadores y de tra-
bajadores y de otros organismos apropia-
dos en la tarea de fomentar la aceptación y 
cumplimiento de esa política; 
b. promulgar leyes y promover programas 
educativos que por su índole puedan ga-
rantizar la aceptación y cumplimiento de 
esa política; 
c. derogar las disposiciones legislativas y 
modificar las disposiciones prácticas ad-
ministrativas que sean incompatibles con 
dicha política; 
d. llevar a cabo dicha política en lo que 
concierne a los empleos sometidos al con-
trol directo de una autoridad nacional; 
e. asegurar la aplicación de esta política en 
las actividades de orientación profesional, 
de formación profesional y de colocación 
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que dependan de una autoridad nacional; 
f. indicar en su memoria anual sobre la 
aplicación de este Convenio las medidas 
adoptadas para llevar a cabo esa política y 
los resultados obtenidos. 
Artículo 4 
No se consideran como discriminatorias las 
medidas que afecten a una persona sobre 
la que recaiga sospecha legítima de que se 
dedica a una actividad perjudicial a la segu-
ridad del Estado, o acerca de la cual se haya 
establecido que de hecho se dedica a esta 
actividad, siempre que dicha persona tenga 
el derecho a recurrir a un tribunal compe-
tente conforme a la práctica nacional. 
Artículo 5 
I. Las medidas especiales de protección o 
asistencia previstas en otros convenios o 
recomendaciones adoptados por la Confe-
rencia Internacional del Trabajo no se con-
sideran como discriminatorias. 
II. Todo Miembro puede, previa consulta 
con las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores, cuando dichas organizaciones 
existan, definir como no discriminatorias 
cualesquiera otras medidas especiales des-
tinadas a satisfacer las necesidades particu-
lares de las personas a las que, por razones 
tales como el sexo, la edad, la invalidez, las 
cargas de familia o el nivel social o cultural, 
generalmente se les reconozca la necesidad 
de protección o asistencia especial. 
Artículo 6 
Todo Miembro que ratifique el presente 
Convenio se obliga a aplicarlo a los terri-
torios no metropolitanos, de conformidad 
con las disposiciones de la Constitución de 
la Organización Internacional del Trabajo. 
Artículo 7 
Las ratificaciones formales del presente 
Convenio serán comunicadas, para su re-
gistro, al Director General de la Oficina In-
ternacional del Trabajo. 

Artículo 8 
I. Este Convenio obligará únicamente a 
aquellos Miembros de la Organización In-
ternacional del Trabajo cuyas ratificacio-
nes haya registrado el Director General. 
II. Entrará en vigor doce meses después 
de la fecha en que las ratificaciones de dos 
Miembros hayan sido registradas por el Di-
rector General. 
III. Desde dicho momento, este Convenio 
entrará en vigor, para cada Miembro, doce 
meses después de la fecha en que haya sido 
registrada su ratificación. 
Artículo 9 
I. Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio podrá denunciarlo a la expira-
ción de un período de diez años, a partir de 
la fecha en que se haya puesto inicialmen-
te en vigor, mediante un acta comunicada, 
para su registro, al Director General de la 
Oficina Internacional del Trabajo. La de-
nuncia no surtirá efecto hasta un año des-
pués de la fecha en que se haya registrado. 
II. Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio y que, en el plazo de un año des-
pués de la expiración del período de diez 
años mencionado en el párrafo precedente, 
no haga uso del derecho de denuncia pre-
visto en este artículo quedará obligado du-
rante un nuevo período de diez años, y en lo 
sucesivo podrá denunciar este Convenio a la 
expiración de cada período de diez años, en 
las condiciones previstas en este artículo. 
Artículo 10 
I. El Director General de la Oficina Inter-
nacional del Trabajo notificará a todos los 
Miembros de la Organización Internacional 
del Trabajo el registro de cuantas ratifica-
ciones, declaraciones y denuncias le comu-
niquen los Miembros de la Organización. 
II. Al notificar a los Miembros de la Organi-
zación el registro de la segunda ratificación 
que le haya sido comunicada, el Director Ge-

neral llamará la atención de los Miembros 
de la Organización sobre la fecha en que en-
trará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 11 
El Director General de la Oficina Interna-
cional del Trabajo comunicará al Secreta-
rio General de las Naciones Unidas, a los 
efectos del registro y de conformidad con 
el artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas, una información completa sobre 
todas las ratificaciones, declaraciones y 
actas de denuncia que haya registrado de 
acuerdo con los artículos precedentes. 
Artículo 12 
Cada vez que lo estime necesario, el Con-
sejo de Administración de la Oficina Inter-
nacional del Trabajo presentará a la Confe-
rencia una memoria sobre la aplicación del 
Convenio, y considerará la conveniencia de 
incluir en el orden del día de la Conferencia 
la cuestión de su revisión total o parcial. 
Artículo 13 
I. En caso de que la Conferencia adopte un 
nuevo convenio que implique una revisión 
total o parcial del presente, y a menos que 
el nuevo convenio contenga disposiciones 
en contrario: 
a. la ratificación, por un Miembro, del nue-
vo convenio revisor implicará, ipso jure, la 
denuncia inmediata de este Convenio, no 
obstante las disposiciones contenidas en el 
artículo 9, siempre que el nuevo convenio 
revisor haya entrado en vigor; 
b. a partir de la fecha en que entre en vigor 
el nuevo convenio revisor, el presente Con-
venio cesará de estar abierto a la ratifica-
ción por los Miembros. 
II. Este Convenio continuará en vigor en 
todo caso, en su forma y contenido actua-
les, para los Miembros que lo hayan rati-
ficado y no ratifiquen el convenio revisor. 

Artículo 14 
Las versiones inglesa y francesa del texto de 
este Convenio son igualmente auténticas. 

CONVENIO INTERNACIONAL 
DEL TRABAJO Nº 156
Convenio sobre los trabajadores 

con responsabilidades familiares, 1981 
Convenio sobre la igualdad de oportunidades 
y de trato entre trabajadores y trabajadoras: 
trabajadores con responsabilidades familiares.
Adopta, con fecha 23 de junio de mil nove-
cientos ochenta y uno, el presente Conve-
nio, que podrá ser citado como el Convenio 
sobre los trabajadores con responsabilida-
des familiares, 1981: 
Artículo 1 
I. El presente Convenio se aplica a los 
trabajadores y a las trabajadoras con res-
ponsabilidades hacia los hijos a su cargo, 
cuando tales responsabilidades limiten sus 
posibilidades de prepararse para la activi-
dad económica y de ingresar, participar y 
progresar en ella. 
II. Las disposiciones del presente Conve-
nio se aplicarán también a los trabajadores 
y a las trabajadoras con responsabilidades 
respecto de otros miembros de su familia 
directa que de manera evidente necesiten 
su cuidado o sostén, cuando tales respon-
sabilidades limiten sus posibilidades de 
prepararse para la actividad económica y 
de ingresar, participar y progresar en ella. 
III. A los fines del presente Convenio, las 
expresiones hijos a su cargo y otros miem-
bros de su familia directa que de manera 
evidente necesiten su cuidado o sostén se 
entienden en el sentido definido en cada 
país por uno de los medios a que hace refe-
rencia el artículo 9 del presente Convenio. 
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IV. Los trabajadores y las trabajadoras a 
que se refieren los párrafos 1 y 2 anteriores 
se designarán de aquí en adelante como tra-
bajadores con responsabilidades familiares. 
Artículo 2 
El presente Convenio se aplica a todas las 
ramas de actividad económica y a todas las 
categorías de trabajadores. 
Artículo 3 
I. Con miras a crear la igualdad efectiva de 
oportunidades y de trato entre trabajado-
res y trabajadoras, cada Miembro deberá 
incluir entre los objetivos de su política 
nacional el de permitir que las personas 
con responsabilidades familiares que des-
empeñen o deseen desempeñar un empleo 
ejerzan su derecho a hacerlo sin ser objeto 
de discriminación y, en la medida de lo po-
sible, sin conflicto entre sus responsabili-
dades familiares y profesionales. 
II. A los fines del párrafo 1 anterior, el tér-
mino discriminación significa la discrimi-
nación en materia de empleo y ocupación 
tal como se define en los artículos 1 y 5 del 
Convenio sobre la discriminación (empleo 
y ocupación), 1958. 
Artículo 4 
Con miras a crear la igualdad efectiva de 
oportunidades y de trato entre trabaja-
dores y trabajadoras, deberán adoptarse 
todas las medidas compatibles con las con-
diciones y posibilidades nacionales para: 
a. permitir a los trabajadores con respon-
sabilidades familiares el ejercicio de su de-
recho a elegir libremente su empleo; 
b. tener en cuenta sus necesidades en lo 
que concierne a las condiciones de empleo 
y a la seguridad social. 
Artículo 5 
Deberán adoptarse además todas las me-
didas compatibles con las condiciones y 
posibilidades nacionales para: 
a. tener en cuenta las necesidades de los trabaja-

dores con responsabilidades familiares en la pla-
nificación de las comunidades locales o regionales; 
b. desarrollar o promover servicios comu-
nitarios, públicos o privados, tales como 
los servicios y medios de asistencia a la in-
fancia y de asistencia familiar. 
Artículo 6 
Las autoridades y organismos competen-
tes de cada país deberán adoptar medidas 
apropiadas para promover mediante la in-
formación y la educación una mejor com-
prensión por parte del público del princi-
pio de la igualdad de oportunidades y de 
trato entre trabajadores y trabajadoras y 
acerca de los problemas de los trabajado-
res con responsabilidades familiares, así 
como una corriente de opinión favorable a 
la solución de esos problemas. 
Artículo 7 
Deberán tomarse todas las medidas com-
patibles con las condiciones y posibilida-
des nacionales, incluyendo medidas en el 
campo de la orientación y de la formación 
profesionales, para que los trabajadores 
con responsabilidades familiares puedan 
integrarse y permanecer en la fuerza de 
trabajo, así como reintegrarse a ella tras 
una ausencia debida a dichas responsabi-
lidades. 
Artículo 8 
La responsabilidad familiar no debe cons-
tituir de por sí una causa justificada para 
poner fin a la relación de trabajo. 
Artículo 9 
Las disposiciones del presente Convenio 
podrán aplicarse por vía legislativa, conve-
nios colectivos, reglamentos de empresa, 
laudos arbitrales, decisiones judiciales, o 
mediante una combinación de tales medi-
das, o de cualquier otra forma apropiada 
que sea conforme a la práctica nacional y 
tenga en cuenta las condiciones nacionales. 

Artículo 10 
I. Las disposiciones del presente Conve-
nio podrán aplicarse, si es necesario, por 
etapas, habida cuenta de las condiciones 
nacionales, a reserva de que las medidas 
adoptadas a esos efectos se apliquen, en 
todo caso, a todos los trabajadores a que se 
refiere el párrafo 1 del artículo 1. 
II. Todo Miembro que ratifique el presen-
te Convenio deberá indicar en la primera 
memoria sobre la aplicación de éste, que 
está obligado a presentar en virtud del ar-
tículo 22 de la Constitución de la Organi-
zación Internacional del Trabajo, si, y con 
respecto a qué disposiciones del Convenio, 
se propone hacer uso de la facultad que le 
confiere el párrafo 1 del presente artículo, 
y, en las memorias siguientes, la medida en 
que ha dado efecto o se propone dar efecto 
a dichas disposiciones. 
Artículo 11 
Las organizaciones de empleadores y de 
trabajadores tendrán el derecho de parti-
cipar, según modalidades adecuadas a las 
condiciones y a la práctica nacionales, en 
la elaboración y aplicación de las medidas 
adoptadas para dar efecto a las disposicio-
nes del presente Convenio. 
Artículo 12 
Las ratificaciones formales del presente 
Convenio serán comunicadas, para su re-
gistro, al Director General de la Oficina In-
ternacional del Trabajo. 
Artículo 13 
I. Este Convenio obligará únicamente a 
aquellos Miembros de la Organización In-
ternacional del Trabajo cuyas ratificacio-
nes haya registrado el Director General. 
II. Entrará en vigor doce meses después de la 
fecha en que las ratificaciones de dos Miembros 
hayan sido registradas por el Director General. 
III. Desde dicho momento, este Convenio 
entrará en vigor, para cada Miembro, doce 

meses después de la fecha en que haya sido 
registrada su ratificación. 
Artículo 14 
I. Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio podrá denunciarlo a la expira-
ción de un período de diez años, a partir de 
la fecha en que se haya puesto inicialmen-
te en vigor, mediante un acta comunicada, 
para su registro, al Director General de la 
Oficina Internacional del Trabajo. La de-
nuncia no surtirá efecto hasta un año des-
pués de la fecha en que se haya registrado. 
II. Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio y que, en el plazo de un año des-
pués de la expiración del período de diez 
años mencionado en el párrafo precedente, 
no haga uso del derecho de denuncia pre-
visto en este artículo quedará obligado du-
rante un nuevo período de diez años, y en lo 
sucesivo podrá denunciar este Convenio a la 
expiración de cada período de diez años, en 
las condiciones previstas en este artículo. 
Artículo 15 
I. El Director General de la Oficina Inter-
nacional del Trabajo notificará a todos los 
Miembros de la Organización Internacional 
del Trabajo el registro de cuantas ratifica-
ciones, declaraciones y denuncias le comu-
niquen los Miembros de la Organización. 
II. Al notificar a los Miembros de la Organi-
zación el registro de la segunda ratificación 
que le haya sido comunicada, el Director Ge-
neral llamará la atención de los Miembros 
de la Organización sobre la fecha en que en-
trará en vigor el presente Convenio. 
Artículo 16 
El Director General de la Oficina Interna-
cional del Trabajo comunicará al Secreta-
rio General de las Naciones Unidas, a los 
efectos del registro y de conformidad con 
el artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas, una información completa sobre 
todas las ratificaciones, declaraciones y 
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actas de denuncia que haya registrado de 
acuerdo con los artículos precedentes. 
Artículo 17 
Cada vez que lo estime necesario, el Con-
sejo de Administración de la Oficina Inter-
nacional del Trabajo presentará a la Confe-
rencia una memoria sobre la aplicación del 
Convenio, y considerará la conveniencia de 
incluir en el orden del día de la Conferencia 
la cuestión de su revisión total o parcial. 
Artículo 18 
I. En caso de que la Conferencia adopte un 
nuevo convenio que implique una revisión 
total o parcial del presente, y a menos que 
el nuevo convenio contenga disposiciones 
en contrario: 
a. la ratificación, por un Miembro, del nue-
vo convenio revisor implicará, ipso jure, la 
denuncia inmediata de este Convenio, no 
obstante las disposiciones contenidas en el 
artículo 14, siempre que el nuevo convenio 
revisor haya entrado en vigor; 
b. a partir de la fecha en que entre en vigor 
el nuevo convenio revisor, el presente Con-
venio cesará de estar abierto a la ratifica-
ción por los Miembros. 
II. Este Convenio continuará en vigor en 
todo caso, en su forma y contenido actua-
les, para los Miembros que lo hayan ratifi-
cado y no ratifiquen el convenio revisor. 
Artículo 19 
Las versiones inglesa y francesa del texto de 
este Convenio son igualmente auténticas. 

Convenio Internacional 
Del Trabajo Nº 103
Convenio sobre la protección 

de la maternidad, 1952 
Artículo 1 
I. Este Convenio se aplica a las mujeres em-
pleadas en empresas industriales y en tra-
bajos no industriales y agrícolas, compren-
didas las mujeres asalariadas que trabajen 
en su domicilio. 
II. A los efectos del presente Convenio, 
la expresión empresas industriales com-
prende las empresas públicas y privadas 
y cualquiera de sus ramas, e incluye espe-
cialmente: 
a. las minas, canteras e industrias extracti-
vas de cualquier clase; 
b. las empresas en las cuales se manufactu-
ren, modifiquen, limpien, reparen, adornen, 
terminen, preparen para la venta, destru-
yan o demuelan productos, o en las cua-
les las materias sufran una modificación, 
comprendidas las empresas dedicadas a la 
construcción de buques o a la producción, 
transformación y transmisión de electrici-
dad o de cualquier clase de fuerza motriz; 
c. las empresas de edificación e ingeniería 
civil, comprendidas las obras de construc-
ción, reparación, conservación, modifica-
ción y demolición; 
d. las empresas de transporte de personas 
o mercancías por carretera, ferrocarril, vía 
de agua marítima o interior o vía aérea, 
comprendida la manipulación de mercan-
cías en los muelles, embarcaderos, almace-
nes o aeropuertos. 
III. A los efectos del presente Convenio, la 
expresión trabajos no industriales com-
prende todos los trabajos ejecutados en las 
empresas y los servicios públicos o priva-
dos siguientes, o relacionados con su fun-
cionamiento: 
a. los establecimientos comerciales; 

b. los servicios de correos y telecomunicaciones; 
c. los establecimientos y servicios admi-
nistrativos cuyo personal efectúe princi-
palmente trabajos de oficina; 
d. las empresas de periódicos; 
e. los hoteles, pensiones, restaurantes, círcu-
los, cafés y otros establecimientos análogos; 
f. los establecimientos dedicados al trata-
miento u hospitalización de enfermos, li-
siados o indigentes y los orfanatos; 
g. los teatros y otros lugares públicos de 
diversión; 
h. el trabajo doméstico asalariado efectua-
do en hogares privados, así como cuales-
quiera otros trabajos no industriales a los 
que la autoridad competente decida apli-
car las disposiciones del Convenio. 
IV. A los efectos del presente Convenio, la 
expresión trabajos agrícolas comprende 
todos los trabajos ejecutados en las em-
presas agrícolas, comprendidas las plan-
taciones y las grandes empresas agrícolas 
industrializadas. 
V. En todos los casos en que parezca in-
cierta la aplicación del presente Convenio 
a una empresa, a una rama de empresa o a 
un trabajo determinado, la cuestión deberá 
ser resuelta por la autoridad competente, 
previa consulta a las organizaciones repre-
sentativas interesadas de empleadores y 
de trabajadores, si las hubiere. 
VI. La legislación nacional podrá exceptuar 
de la aplicación del presente Convenio a las 
empresas en las que solamente estén em-
pleados los miembros de la familia del em-
pleador, tal como están definidos por dicha 
legislación. 
Artículo 2 
A los efectos del presente Convenio, el tér-
mino mujer comprende toda persona del 
sexo femenino, cualquiera que sea su edad, 
nacionalidad, raza o creencia religiosa, 
casada o no, y el término hijo comprende 

todo hijo nacido de matrimonio o fuera de 
matrimonio. 
Artículo 3 
I. Toda mujer a la que se aplique el presen-
te Convenio tendrá derecho, mediante pre-
sentación de un certificado médico en el 
que se indique la fecha presunta del parto, 
a un descanso de maternidad. 
II. La duración de este descanso será de 
doce semanas por lo menos; una parte de 
este descanso será tomada obligatoria-
mente después del parto. 
III. La duración del descanso tomado obli-
gatoriamente después del parto será fijada 
por la legislación nacional, pero en ningún 
caso será inferior a seis semanas. El resto 
del período total de descanso podrá ser to-
mado, de conformidad con lo que establez-
ca la legislación nacional, antes de la fecha 
presunta del parto, después de la fecha en 
que expire el descanso obligatorio, o una 
parte antes de la primera de estas fechas y 
otra parte después de la segunda. 
IV. Cuando el parto sobrevenga después 
de la fecha presunta, el descanso tomado 
anteriormente será siempre prolongado 
hasta la fecha verdadera del parto, y la du-
ración del descanso puerperal obligatorio 
no deberá ser reducida. 
V. En caso de enfermedad que, de acuerdo 
con un certificado médico, sea consecuen-
cia del embarazo, la legislación nacional 
deberá prever un descanso prenatal suple-
mentario cuya duración máxima podrá ser 
fijada por la autoridad competente. 
VI. En caso de enfermedad que, de acuerdo 
con un certificado médico, sea consecuen-
cia del parto, la mujer tendrá derecho a 
una prolongación del descanso puerperal 
cuya duración máxima podrá ser fijada por 
la autoridad competente. 
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Artículo 4 
I. Cuando una mujer se ausente de su tra-
bajo en virtud de las disposiciones del artí-
culo 3, tendrá derecho a recibir prestacio-
nes en dinero y prestaciones médicas. 
II. Las tasas de las prestaciones en dinero 
deberán ser fijadas por la legislación na-
cional, de suerte que sean suficientes para 
garantizar plenamente la manutención de 
la mujer y de su hijo en buenas condicio-
nes de higiene y de acuerdo con un nivel de 
vida adecuado. 
III. Las prestaciones médicas deberán 
comprender la asistencia durante el em-
barazo, la asistencia durante el parto y la 
asistencia puerperal, prestada por una co-
madrona diplomada o por un médico, y la 
hospitalización, cuando ello fuere necesa-
rio; la libre elección del médico y la libre 
elección entre un hospital público o priva-
do deberán ser respetadas. 
IV. Las prestaciones en dinero y las presta-
ciones médicas serán concedidas en virtud 
de un sistema de seguro social obligatorio 
o con cargo a los fondos públicos; en am-
bos casos, las prestaciones serán concedi-
das, de pleno derecho, a todas las mujeres 
que reúnan las condiciones prescritas. 
V. Las mujeres que no reúnan, de pleno 
derecho, las condiciones necesarias para 
recibir prestaciones tendrán derecho a re-
cibir prestaciones adecuadas con cargo a 
los fondos de la asistencia pública, a reser-
va de las condiciones relativas a los medios 
de vida prescritos por la asistencia pública. 
VI. Cuando las prestaciones en dinero con-
cedidas en virtud de un sistema de seguro 
social obligatorio estén determinadas so-
bre la base de las ganancias anteriores, no 
deberán representar menos de dos tercios 
de las ganancias anteriores tomadas en 
cuenta para computar las prestaciones. 

VII. Toda contribución debida en virtud 
de un sistema de seguro social obligatorio 
que prevea prestaciones de maternidad, y 
todo impuesto que se calcule sobre la base 
de los salarios pagados y que se imponga 
con el fin de proporcionar tales prestacio-
nes, deberán ser pagados, ya sea por los 
empleadores o conjuntamente por los em-
pleadores y los trabajadores, con respecto 
al número total de hombres y mujeres em-
pleados por las empresas interesadas, sin 
distinción de sexo.
VIII. En ningún caso el empleador deberá 
estar personalmente obligado a costear las 
prestaciones debidas a las mujeres que él 
emplea. 
Artículo 5 
I. Si una mujer lacta a su hijo, estará auto-
rizada a interrumpir su trabajo para este 
fin durante uno o varios períodos cuya du-
ración será determinada por la legislación 
nacional. 
II. Las interrupciones de trabajo, a los efec-
tos de la lactancia, deberán contarse como 
horas de trabajo y remunerarse como tales 
en los casos en que la cuestión esté regida 
por la legislación nacional o de conformi-
dad con ella; en los casos en que la cuestión 
esté regida por contratos colectivos, las 
condiciones deberán reglamentarse por el 
contrato colectivo correspondiente. 
Artículo 6 
Cuando una mujer se ausente de su trabajo 
en virtud de las disposiciones del artículo 
3 del presente Convenio, será ilegal que 
su empleador le comunique su despido 
durante dicha ausencia, o que se lo comu-
nique de suerte que el plazo señalado en 
el aviso expire durante la mencionada au-
sencia. 
Artículo 7 
I. Todo Miembro de la Organización In-
ternacional del Trabajo que ratifique el 

presente Convenio podrá, mediante una 
declaración anexa a su ratificación, prever 
excepciones en la aplicación del Convenio 
con respecto a: 
a. ciertas categorías de trabajos no indus-
triales; 
b. los trabajos ejecutados en las empresas 
agrícolas, salvo aquellos ejecutados en las 
plantaciones; 
c. el trabajo doméstico asalariado efectua-
do en hogares privados; 
d. las mujeres asalariadas que trabajan en 
su domicilio; 
e. las empresas de transporte por mar de 
personas y mercancías. 
I. Las categorías de trabajos o de empresas 
para las que se recurra a las disposiciones 
del párrafo 1 de este artículo deberán ser 
especificadas en la declaración anexa a su 
ratificación. 
II. Todo Miembro que haya formulado una 
declaración de esta índole podrá en cual-
quier momento anularla, total o parcial-
mente, mediante una declaración ulterior. 
III. Todo Miembro para el que esté en vigor 
una declaración formulada de conformidad 
con el párrafo 1 de este artículo deberá in-
dicar, en las memorias anuales subsiguien-
tes sobre la aplicación del presente Conve-
nio, el estado de su legislación y su práctica 
en cuanto a los trabajos y empresas a los 
que se aplique el párrafo 1 de este artículo 
en virtud de dicha declaración, precisando 
en qué medida se ha aplicado o se propone 
aplicar el Convenio en lo que concierne a 
estos trabajos y empresas. 
IV. A la expiración de un período de cinco 
años después de la entrada en vigor inicial 
de este Convenio, el Consejo de Adminis-
tración de la Oficina Internacional del 
Trabajo presentará a la Conferencia un in-
forme especial, relativo a la aplicación de 
estas excepciones, que contenga las propo-

siciones que juzgue oportunas con miras a 
las medidas que hayan de tomarse a este 
respecto. 
Artículo 8 
Las ratificaciones formales del presente 
Convenio serán comunicadas, para su re-
gistro, al Director General de la Oficina In-
ternacional del Trabajo. 
Artículo 9 
I. Este Convenio obligará únicamente a 
aquellos Miembros de la Organización In-
ternacional del Trabajo cuyas ratificacio-
nes haya registrado el Director General. 
II. Entrará en vigor doce meses después 
de la fecha en que las ratificaciones de dos 
Miembros hayan sido registradas por el Di-
rector General. 
III. Desde dicho momento, este Convenio, 
entrará en vigor, para cada Miembro, doce 
meses después de la fecha en que haya sido 
registrada su ratificación. 
Artículo 10 
I. Las declaraciones comunicadas al Direc-
tor General de la Oficina Internacional del 
Trabajo, de acuerdo con el párrafo 2 del 
artículo 35 de la Constitución de la Organi-
zación Internacional del Trabajo, deberán 
indicar: 
a. los territorios respecto de los cuales el 
Miembro interesado se obliga a que las dis-
posiciones del Convenio sean aplicadas sin 
modificaciones; 
b. los territorios respecto de los cuales se 
obliga a que las disposiciones del Convenio 
sean aplicadas con modificaciones, junto 
con los detalles de dichas modificaciones; 
c. los territorios respecto de los cuales es 
inaplicable el Convenio y los motivos por 
los cuales es inaplicable; 
d. los territorios respecto de los cuales re-
serva su decisión en espera de un examen 
más detenido de su situación. 
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II. Las obligaciones a que se refieren los 
apartados a) y b) del párrafo 1 de este ar-
tículo se considerarán parte integrante de la 
ratificación y producirán sus mismos efectos. 
III. Todo Miembro podrá renunciar, total 
o parcialmente, por medio de una nueva 
declaración, a cualquier reserva formulada 
en su primera declaración en virtud de los 
apartados b), c) o d) del párrafo 1 de este 
artículo. 
IV. Durante los períodos en que este Con-
venio pueda ser denunciado de conformi-
dad con las disposiciones del artículo 12, 
todo Miembro podrá comunicar al Director 
General una declaración por la que modi-
fique, en cualquier otro respecto, los tér-
minos de cualquier declaración anterior y 
en la que indique la situación en territorios 
determinados. 
Artículo 11 
I. Las declaraciones comunicadas al Direc-
tor General de la Oficina Internacional del 
Trabajo, de conformidad con los párrafos 
4 y 5 del artículo 35 de la Constitución de 
la Organización Internacional del Trabajo, 
deberán indicar si las disposiciones del 
Convenio serán aplicadas en el territorio 
interesado con modificaciones o sin ellas; 
cuando la declaración indique que las dis-
posiciones del Convenio serán aplicadas 
con modificaciones, deberá especificar en 
qué consisten dichas modificaciones. 
II. El Miembro, los Miembros o la autori-
dad internacional interesados podrán re-
nunciar, total o parcialmente, por medio de 
una declaración ulterior, al derecho a invo-
car una modificación indicada en cualquier 
otra declaración anterior. 
III. Durante los período en que este Conve-
nio pueda ser denunciado de conformidad 
con las disposiciones del artículo 12, el 
Miembro, los Miembros o la autoridad in-
ternacional interesados podrán comunicar 

al Director General una declaración por la 
que modifiquen, en cualquier otro respecto, 
los términos de cualquier declaración ante-
rior, y en la que indiquen la situación en lo 
que se refiere a la aplicación del Convenio. 
Artículo 12 
I. Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio podrá denunciarlo a la expira-
ción de un plazo de diez años, a partir de 
la fecha en que se haya puesto inicialmen-
te en vigor, mediante un acta comunicada, 
para su registro, al Director General de la 
Oficina Internacional del Trabajo. La de-
nuncia no surtirá efecto hasta un año des-
pués de la fecha en que se haya registrado. 
II. Todo Miembro que haya ratificado este 
Convenio y que, en el plazo de un año des-
pués de la expiración del período de diez 
años mencionado en el párrafo precedente, 
no haga uso del derecho de denuncia pre-
visto en este artículo quedará obligado du-
rante un nuevo período de diez años, y en lo 
sucesivo podrá denunciar este Convenio a la 
expiración de cada período de diez años, en 
las condiciones previstas en este artículo. 
Artículo 13 
I. El Director General de la Oficina Inter-
nacional del Trabajo notificará a todos los 
Miembros de la Organización Internacional 
del Trabajo el registro de cuantas ratifica-
ciones, declaraciones y denuncias le comu-
niquen los Miembros de la Organización. 
II.  Al notificar a los Miembros de la Organi-
zación el registro de la segunda ratificación 
que le haya sido comunicada, el Director 
General llamará la atención de los Miem-
bros de la Organización sobre la fecha en 
que entrará en vigor el presente Convenio. 

Artículo 14 
El Director General de la Oficina Interna-
cional del Trabajo comunicará al Secreta-
rio General de las Naciones Unidas, a los 
efectos del registro y de conformidad con 
el artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas, una información completa sobre 
todas las ratificaciones, declaraciones y 
actas de denuncia que haya registrado de 
acuerdo con los artículos precedentes. 
Artículo 15 
Cada vez que lo estime necesario, el Con-
sejo de Administración de la Oficina Inter-
nacional del Trabajo presentará a la Confe-
rencia una memoria sobre la aplicación del 
Convenio, y considerará la conveniencia de 
incluir en el orden del día de la Conferencia 
la cuestión de su revisión total o parcial. 
Artículo 16 
I. En caso de que la Conferencia adopte un 
nuevo convenio que implique una revisión 
total o parcial del presente, y a menos que 
el nuevo convenio contenga disposiciones 
en contrario: 
a. la ratificación, por un Miembro, del nue-
vo convenio revisor implicará, ipso jure, la 
denuncia inmediata de este Convenio, no 
obstante las disposiciones contenidas en el 
artículo 12, siempre que el nuevo convenio 
revisor haya entrado en vigor; 
b. a partir de la fecha en que entre en vigor 
el nuevo convenio revisor, el presente Con-
venio cesará de estar abierto a la ratifica-
ción por los Miembros. 
II. Este Convenio continuará en vigor en 
todo caso, en su forma y contenido actua-
les, para los Miembros que lo hayan rati-
ficado y no ratifiquen el convenio revisor. 

DECLARACIÓN SOCIO LABORAL 
DEL MERCOSUR
DERECHOS INDIVIDUALES

No discriminación 

Artículo 1
Todo trabajador tiene garantizada la igual-
dad efectiva de derechos, trato y oportuni-
dades en el empleo y ocupación, sin distin-
ción o exclusión en razón de raza, origen 
nacional, color, sexo u orientación sexual, 
edad, credo, opinión política o sindical, ideo-
logía, posición económica o cualquier otra 
condición social o familiar en conformidad 
con las disposiciones legales vigentes.
Los Estados Partes se comprometen a ga-
rantizar la vigencia de este principio de 
no discriminación. En particular se com-
prometen a realizar acciones destinadas 
a eliminar la discriminación respecto de 
los grupos en situación de desventaja en el 
mercado de trabajo. 
Artículo 3 
Los Estados Partes se comprometen a ga-
rantizar, a través de la normativa y prácti-
cas laborales, la igualdad de trato y oportu-
nidades entre mujeres y hombres.
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Ley Nº 16.045
PROHÍBESE TODA DISCRIMINACIÓN QUE 
VIOLE EL PRINCIPIO DE IGUALDAD DE TRATO 
Y OPORTUNIDADES PARA AMBOS SEXOS 
EN CUALQUIER SECTOR

Artículo 1
Prohíbese toda discriminación que viole el 
principio de igualdad de trato y de opor-
tunidades para ambos sexos en cualquier 
sector o ramo de la actividad laboral.
Artículo 2
La prohibición a que hace referencia el ar-
tículo precedente será aplicable también 
en cuanto a:
a. Llamados para provisión de cargos;
b. Criterios de selección;
c. Reclutamiento y contratación;
d. Criterios de evaluación de rendimiento;
e. Derecho a la promoción y ascenso;
f. Estabilidad laboral;
g. Beneficios sociales;
h. Suspensión y despido, particularmente 
en los casos de cambios de estado civil, em-
barazo o lactancia;
i. Posibilidades de formación o reconver-
sión profesionales y técnica;
j. Capacitación y actualización;
k. Criterio de remuneración;
Artículo 3
No constituirá discriminación el hecho de 
reservar a un sexo determinado la contra-
tación para actividades en que tal condi-
ción sea esencial para el cumplimiento de 
las mismas ni las excepciones que resulten 
de los Convenios Internacionales de Traba-
jo ratificados por el país.

Asimismo, la discriminación de carácter 
compensatorio orientada a promover la 
igualdad de oportunidades y trato para 
ambos sexos en situaciones concretas de 
desigualdad, no se encuentra comprendida 
en la prohibición a que hace referencia el 
artículo 1º de la presente Ley.

Ley Nº 17.817
LUCHA CONTRA EL RACISMO, LA XENO-
FOBIA Y LA DISCRIMINACIÓN

Artículo 1
Declárase de interés nacional la lucha con-
tra el racismo, la xenofobia y toda otra for-
ma de discriminación.
Artículo 2
A los efectos de la presente ley se entende-
rá por discriminación toda distinción, ex-
clusión, restricción, preferencia o ejercicio 
de violencia física y moral, basada en mo-
tivos de raza, color de piel, religión, origen 
nacional o étnico, discapacidad, aspecto 
estético, género, orientación e identidad 
sexual, que tenga por objeto o por resulta-
do anular o menoscabar el reconocimiento, 
goce o ejercicio, en condiciones de igual-
dad, de los derechos humanos y libertades 
fundamentales en las esferas política, eco-
nómica, social, cultural o en cualquier otra 
esfera de la vida pública.
Artículo 3
Créase la Comisión Honoraria contra el 
Racismo, la Xenofobia y toda otra forma de 
Discriminación.

IGUALDAD DE TRATO Y OPORTUNIDaDES

DERECHOS PARA AMBOS SEXOS
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Artículo 4
Dicha Comisión tendrá por objeto propo-
ner políticas nacionales y medidas concre-
tas para prevenir y combatir el racismo, la 
xenofobia y la discriminación, incluyendo 
normas de discriminación positiva.
Artículo 5 
A esos efectos, será asimismo competencia 
de la Comisión Honoraria:
a. Analizar la realidad nacional en materia 
de discriminación, racismo y xenofobia, 
elaborar informes y propuestas con res-
pecto a dichos temas, y plantear al Poder 
Ejecutivo la creación de normas jurídicas 
específicas o modificación de las ya exis-
tentes en su área de competencia.
b. Difundir los principios contenidos en el 
literal  J), del artículo  6º del Decreto-Ley 
Nº 10.279, de 19 de noviembre de 1942, y 
en los artículos 149 bis y 149 ter del Códi-
go Penal, normas concordantes y comple-
mentarias, así como los resultados de los 
estudios y propuestas que formule y pro-
mueva.
c. Monitorear el cumplimiento de la legis-
lación nacional en la materia.
d. Diseñar e impulsar campañas educativas 
tendientes a la preservación del pluralismo 
social, cultural o religioso, a la eliminación 
de actitudes racistas, xenofóbicas o discri-
minatorias y en el respeto a la diversidad.
e. Elaborar una serie de estándares que 
permitan presumir alguna forma de discri-
minación, sin que ello implique un prejuz-
gamiento sobre los hechos resultantes en 
cada caso.
f. Recopilar y mantener actualizada la in-
formación sobre el derecho internacional 
y extranjero en materia de racismo, xeno-
fobia y toda otra forma de discriminación; 
estudiar esos materiales y elaborar infor-
mes comparativos de los mismos.
g. Recibir y centralizar información sobre 

conductas racistas, xenofóbicas y discrimi-
natorias; llevar un registro de las mismas 
y formular la correspondiente denuncia 
judicial si eventualmente correspondiere.
h. Recopilar la documentación vinculada a 
sus diferentes objetivos.
i. Brindar un servicio de asesoramiento 
integral y gratuito para personas o grupos 
que se consideren discriminados o vícti-
mas de actitudes racistas, xenofóbicas y 
discriminatorias.
j. Proporcionar al Ministerio Público y a los 
Tribunales Judiciales el asesoramiento téc-
nico especializado que fuere requerido por 
estos en los asuntos referidos a la temática 
de su competencia.
k. Informar a la opinión pública sobre ac-
titudes y conductas racistas, xenofóbicas 
y discriminatorias o que pudieren mani-
festarse en cualquier ámbito de la vida 
nacional, especialmente en las áreas de 
educación, salud, acción social y empleo; 
provengan ellas de autoridades públicas o 
entidades o personas privadas.
l. Establecer vínculos de colaboración 
con organismos nacionales o extranjeros, 
públicos o privados, que tengan similares 
objetivos a los asignados al presente insti-
tuto; intercambiando especialmente la in-
formación relativa a las conexiones inter-
nacionales entre los distintos grupos.
m. Proponer al organismo competente, la 
celebración de nuevos tratados sobre ex-
tradición.
n. Celebrar convenios con organismos y/o 
entidades públicas o privadas, nacionales o 
internacionales, para el más eficaz cumpli-
miento de los cometidos asignados.
o. Promover la realización de estudios, 
concursos e investigaciones relacionadas 
con sus competencias.
p. Discernir un premio anual a favor de la 
persona o institución que se haya destaca-

do en la lucha contra el racismo, la xeno-
fobia y toda otra forma de discriminación.
Artículo 6
La Comisión Honoraria contra el Racismo, 
la Xenofobia y toda otra forma de Discri-
minación estará integrada por siete miem-
bros designados de la siguiente manera:
a. Un representante del Ministerio de Edu-
cación y Cultura, que la presidirá.
b. Un representante del Ministerio del In-
terior.
c. Un representante del Ministerio de Rela-
ciones Exteriores.
d. Un representante del Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública (ANEP).
e. Tres representantes designados por el Pre-
sidente de la República, entre las personas 
propuestas por organizaciones no guberna-
mentales que cuenten con conocida trayecto-
ria en la lucha contra el racismo, la xenofobia 
y toda otra forma de discriminación.
Artículo 7
La Comisión podrá crear Comisiones de-
partamentales y locales que funcionarán 
conforme a las normas reglamentarias que 
dictará la propia Comisión Honoraria.
Artículo 8
Los integrantes de la Comisión Honoraria 
durarán dos años en sus funciones, pu-
diendo ser reelectos. En caso de sustitu-
ción, permanecerán en sus funciones hasta 
que asuma el sustituto, excepto en caso de 
incapacidad o renuncia.
Artículo 9
El Ministerio de Educación y Cultura sumi-
nistrará la infraestructura y los recursos 
humanos necesarios para el funcionamien-
to de la Comisión Honoraria, de acuerdo a 
la organización que establezca el Poder 
Ejecutivo en el decreto reglamentario.

Artículo 10
Asimismo, constituirán recursos de la 
Comisión Honoraria contra el Racismo, 
la Xenofobia y toda otra forma de Discri-
minación y en la forma dispuesta por las 
normas pertinentes se destinarán exclusi-
vamente para el más eficaz cumplimiento 
de sus cometidos, los siguientes:
a. Los recursos provenientes de aportes 
internacionales que el Estado le autorice.
b. Los recursos provenientes de organiza-
ciones no gubernamentales.
c. Las herencias, legados y donaciones que 
se realicen a favor de la institución y que 
sean aceptados por el Poder Ejecutivo.
d. Todo tipo de aporte o contribución en 
dinero o en especie proveniente de entida-
des oficiales o privadas, incluyendo colec-
tas públicas.
e. Bienes que le asignen por ley.
f. Frutos civiles y naturales de los bienes 
que le pertenezcan.
Artículo 11
El Poder Ejecutivo reglamentará la presen-
te ley en un plazo máximo de ciento veinte 
días contados desde el día siguiente al de 
su promulgación.
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Ley Nº 18.104
IGUALDAD DE DERECHOS Y OPORTUNIDADES 
ENTRE HOMBRES Y MUJERES 
EN LA REPÚBLICA
CAPÍTULO I

PROMOCIÓN DE LA IGUALDAD DE DERECHOS Y 

OPORTUNIDADES ENTRE HOMBRES Y MUJERES 

EN LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY

Artículo 1
Se declaran de interés general las activida-
des orientadas a la igualdad de derechos y 
oportunidades entre hombres y mujeres 
en la República Oriental del Uruguay.
Artículo 2
El Estado deberá adoptar todas las medidas 
necesarias para asegurar el diseño, la elabo-
ración, la ejecución y el seguimiento de las 
políticas públicas de manera que integren 
la perspectiva de género, contando con el 
marco general y orientador de esta ley.
Artículo 3
Encomiéndase al Instituto Nacional de las 
Mujeres (artículo 377 de la Ley Nº 17.930, de 

19 de diciembre de 2005), el diseño del Plan 
Nacional de Igualdad de Oportunidades y 
Derechos que dé cumplimiento a los com-
promisos contraídos por el país en los ins-
trumentos ratificados o firmados en el ám-
bito internacional de las Naciones Unidas, 
Organización de los Estados Americanos y 
Mercado Común del Sur, relativos a la no 
discriminación de las personas por razo-
nes de género.
Artículo 4
El Plan Nacional de Igualdad de Oportuni-
dades y Derechos deberá:
a. Garantizar el respeto y la vigilancia de 
los derechos humanos de las mujeres con-
ceptualizados como derechos civiles, po-
líticos, económicos, sociales y culturales, 
aplicando y desarrollando una legislación 
igualitaria.

b. Promover la ciudadanía plena, garanti-
zando el ejercicio igualitario de los dere-
chos; la inclusión social, política, econó-
mica y cultural de las mujeres, así como 
su participación activa en los procesos de 
desarrollo.
c. Promover cambios culturales que per-
mitan compartir en condiciones de igual-
dad el trabajo productivo y las relaciones 
familiares y aseguren el acceso equitativo 
de hombres y mujeres a los procesos de in-
novación, ciencia y tecnología en los planes 
de desarrollo.
Artículo 5
Las acciones propuestas por el Plan Na-
cional de Igualdad de Oportunidades y 
Derechos se implementarán a través de 
los distintos organismos ejecutores del Es-
tado, de acuerdo a los principios rectores 
establecidos en los artículos precedentes, 
convocando a la más amplia participación 
de la sociedad civil.
Artículo 6
El Instituto Nacional de las Mujeres deberá 
promover la coordinación y articulación de 
las instituciones y de las políticas públicas 
para la aplicación de las políticas de igual-
dad de oportunidad y derechos, basándose 
en los principios de integralidad, descen-
tralización, participación, inclusión y pro-
moción de los derechos humanos.
Artículo 7
El primer Plan Nacional de Igualdad de 
Oportunidades y Derechos deberá ser ele-
vado al Poder Ejecutivo dentro de los cien-
to ochenta días de promulgada esta ley.

CAPÍTULO II

DEL CONSEJO NACIONAL COORDINADOR DE 

POLÍTICAS PÚBLICAS DE IGUALDAD DE GÉNERO

Artículo 8
Créase en la órbita del Ministerio de De-

sarrollo Social el Consejo Nacional Coor-
dinador de Políticas Públicas de Igualdad 
de Género, presidido por un representante 
del Instituto Nacional de las Mujeres, el 
que estará integrado además por:
•	 Un representante de cada Ministerio 
designado por el Ministro respectivo.
•	 Un Ministro de la Suprema Corte de Jus-
ticia o quien ésta designe.
•	 Dos integrantes del Congreso de Inten-
dentes o quienes éste designe.
•	 Cuatro representantes de la sociedad ci-
vil: dos designados por las organizaciones 
de mujeres, uno por el Plenario Intersindi-
cal de Trabajadores - Convención Nacional 
de Trabajadores y uno por las Cámaras 
Empresariales.
•	 Un representante de la Universidad de 
la República.
Para las designaciones, en todos los casos, 
se seguirá el criterio de la máxima jerarquía.
Artículo 9
Tendrá los siguientes fines:
I. Asesorar al Poder Ejecutivo en materia 
de su competencia.
II. Velar por el cumplimiento de esta ley y 
su reglamentación.
III. Promover la elaboración de Planes de 
Igualdad de Derechos y Oportunidades a 
nivel departamental.
IV. Aprobar el plan anual de actuación del 
organismo, que será presentado por el Ins-
tituto Nacional de las Mujeres.
V. Aprobar la memoria anual sobre gestión 
y funcionamiento del organismo.
Artículo 10
Podrá crear Comisiones Departamentales 
o Regionales, reglamentando su integra-
ción y funcionamiento.
Artículo 11
Dictará un reglamento interno de funcio-
namiento dentro de un plazo de ciento 
veinte días a partir de su instalación.

Artículo 12
Podrá convocar a las sesiones y consultar a 
representantes de organismos públicos y a 
personas no estatales que entienda que pue-
den aportar en las distintas áreas del Plan.
Artículo 13
Será obligatoria la rendición de cuentas 
anual ante la Asamblea General, respec-
to de los avances en la ejecución del Plan 
Nacional de Igualdad de Oportunidades y 
Derechos, a realizarse en el marco de las 
actividades del 8 de marzo, Día Internacio-
nal de la Mujer.

DECRETO REGLAMENTARIO
VISTO: la aprobación de la Ley de Igualdad 
de Derechos y Oportunidades entre Hom-
bres y Mujeres en la República;
RESULTANDO: que el Ministerio de desarrollo 
Social a través del Instituto Nacional de las 
Mujeres elaboró el “Primer Plan Nacional de 
Igualdad de Oportunidades y Derechos. Polí-
ticas públicas hacia las mujeres 2007-2011”;
CONSIDERANDO: que el 8 de marzo se conme-
mora el “Día Internacional de la Mujer”;
ATENTO: a lo expuesto precedentemente;
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

Actuando en Consejo de Ministros

DECRETA:

Artículo 1
Apruébase el “Primer Plan Nacional de 
Igualdad de Oportunidades y Derechos.
Políticas públicas hacia las mujeres 2007-
2011”, elaborado por el Ministerio de De-
sarrollo Social a través del Instituto Nacio-
nal de las Mujeres, cuyo texto forma parte 
integrante del presente decreto;
Artículo 2
Comuníquese, notifíquese, etc.
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Ley 11.577
Despido de la trabajadora grávi-
da

Artículo 17
En el caso previsto en el artículo anterior, 
la obrera no podrá ser despedida. Si lo fue-
re, el patrón deberá satisfacer un importe 
equivalente a seis meses de sueldo más la 
indemnización legal que corresponda.

Ley Nº 17.215
Cambio temporario de actividades 
para toda trabajadora pública y pri-
vada que se encontare en estado de 
gravidez

Artículo 1
Toda trabajadora pública o privada que se 
encontrare en estado de gravidez o en pe-
ríodo de lactancia tendrá derecho a obtener 
un cambio temporario de las actividades 
que desempeña, si las mismas, por su natu-
raleza o por las condiciones en que se llevan 
a cabo, pudieren afectar la salud de la pro-
genitora o del hijo, con la salvedad de lo dis-
puesto en el artículo 3º de la presente ley.
Dichos extremos deberán justificarse nece-
sariamente con certificación médica expe-
dida por organismo competente.
En ningún caso el traslado de funciones 
implicará disminución o aumento de la re-
muneración que percibe habitualmente la 
trabajadora.
Finalizado el período de referencia la tra-
bajadora deberá ser reintegrada a sus fun-
ciones anteriores.  

Artículo 2
Las trabajadores que se hubieren ampara-
do en el derecho al traslado de funciones 
no podrán, por esa sola causa, ser suspen-
didas, despedidas, perjudicadas en sus 
derechos laborales ni postergadas en sus 
carrera funcional.

Artículo 3
La negativa del empleador privado a acce-
der al cambio de tareas cuando ello corres-
ponda, deberá fundarse en la imposibilidad 
de dar cumplimiento al cambio temporario 
dispuesto por la presente ley, por causa de 
las dimensiones de la empresa o la natura-
leza de sus actividades, a cuyos efectos de-
berá presentar una declaración jurada fun-
dada ante el Banco de Previsión Social o, en 
su caso, el instituto previsional que tenga a 
su cargo el salario de maternidad de la tra-
bajadora. La omisión de la presentación de 
dicha declaración dentro del plazo que fije 
la reglamentación del Poder Ejecutivo, hará 
pasible al empleador privado que se niegue 
a acceder al cambio de tareas, cuando ello 
corresponda, a las sanciones establecidas 
en la Ley Nº 16.045, de 2 de junio de 1989.
La negativa debidamente fundada por me-
dio de la declaración jurada a acceder al 
cambio de tareas permitirá a la trabajadora 
gozar de licencia especial, durante la cual 
percibirá del Banco de Previsión Social o, 
en su caso, del instituto previsional que co-
rresponda según lo establecido en el inciso 
anterior, la mitad del salario que estuviera 
percibiendo. La reglamentación establece-
rá los criterios conforme a los cuales será 
admitida como fundada la negativa del 

MATERNIDAD, LACTANCIA
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empleador. El desacuerdo relativo al funda-
mento de la negativa del empleador, no obs-
tará al pago del beneficio, pudiendo even-
tualmente el organismo previsional repetir 
contra el empleador los importes abonados.

Finalizado el período de referencia la tra-
bajadora deberá ser reintegrada a su fun-
ción anterior salvo que por acuerdo de las 
partes se disponga lo contrario.

Artículo 4º
El Poder Ejecutivo reglamentará la presen-
te ley en el término de noventa días.

Ley 17292 25/ 1/ 2001
SECCION V
Licencia especial para trabajado-
res privados que adopten meno-
res

Artículo 33
Todo trabajador dependiente, afiliado al 
Banco de Previsión Social, que reciba uno 
o más menores de edad, en las condiciones 
previstas por la presente ley,  tendrá dere-
cho a una licencia especial de seis semanas 
continuas de duración.
La licencia especial con goce de sueldo esta-
blecida en el inciso primero del presente ar-
tículo constituye una excepción al régimen 
de licencias especiales establecido por el ar-
tículo 37 de la Ley Nº 16.104, de 23 de ene-
ro de 1990, para los funcionarios públicos.

Artículo 34
Quedan comprendidos en lo establecido en 
el artículo 33 de la presente ley, quienes, en 
virtud de una disposición legal, pronuncia-
miento judicial   o resolución del Instituto 
Nacional del Menor reciban menores a 
efectos de su posterior adopción o legiti-
mación adoptiva.

El derecho establecido en el artículo 33 de la 
presente ley, sólo podrá ejercerse a partir de 
que se haya hecho efectiva la entrega del menor.

Artículo 35
Sólo podrá hacer uso de esta licencia espe-
cial, uno u otro integrante del matrimonio 
beneficiario o el beneficiario en su caso.

Artículo 36
Los trabajadores del sector privado que 
hagan uso de la licencia especial prevista 
y por el período de la misma, serán bene-
ficiarios como única compensación por di-
cha inactividad de un subsidio a cargo del 
Banco de Previsión Social, que se regirá en 
lo pertinente de acuerdo a lo establecido 
para el subsidio por maternidad en los ar-
tículos 15 y 17 del Decreto Ley Nº 15.084, 
de 28 de noviembre de 1980, y las disposi-
ciones modificativas y concordantes.
El funcionario público continuará perci-
biendo su retribución habitual del organis-
mo en el cual cumple funciones, durante el 
goce de la licencia especial.

Artículo 37
Los interesados deberán acreditar la si-
tuación referida en el artículo 34 de la pre-
sente ley, mediante testimonio del decreto 
expedido por el Juez competente; constan-
cia expedida por el Instituto Nacional del 
Menor o en caso de adopción mediante tes-
timonio de la respectiva escritura pública.

Artículo 38
La licencia especial referida deberá gozar-
se efectivamente, no pudiendo sustituirse 
por salario o compensación alguna.
El empleador o el jerarca del Organismo 
respectivo, en su caso, dispondrá de un 
plazo máximo de cinco días corridos para 
el otorgamiento de la licencia, desde que 

se acrediten los extremos requeridos por 
la presente ley.
El beneficio caducará de pleno derecho si 
los interesados no ejercitan su reclamo an-
tes de los treinta días a contar de la fecha en 
que se haga efectiva la entrega del menor.

Artículo 39
El interesado que, actuando dolosamente, 
induzca a engaño para obtener los bene-
ficios de la Sección  V de la presente ley, 
deberá restituir el importe de lo que se le 
haya abonado durante el período de la li-
cencia especial, debidamente actualizado, 
sin perjuicio de otras consecuencias a que 
hubiere lugar de acuerdo a derecho.

Ley 18.868
Prohibición de la exigencia de 
realización de test de embarazo

Artículo 1º
Se prohíbe exigir la realización o presen-
tación de test de embarazo o certificación 
médica de ausencia de estado de gravidez, 
como requisito para el proceso de selec-
ción, ingreso, promoción y permanencia 
en cualquier cargo o empleo, tanto en la 
actividad pública como privada. Asimismo, 
se prohíbe la exigencia de toda forma de 
declaración de ausencia de embarazo.

Artículo 2º
El incumplimiento de lo dispuesto en el 
artículo anterior merecerá, por parte del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
la aplicación de las más severas sanciones 
administrativas, pecuniarias o de la natu-
raleza que corresponda, conforme a la le-
gislación vigente en la materia, a la fecha 
de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 3º
El producido de las sanciones estipula-
das en el artículo anterior será destinado 
a la implementación de acciones del Plan 
Nacional de Igualdad de Oportunidades y 
Trato en el Empleo.

ley 19.121
Estatuto del Funcionario Público 
de la Administración Central

artículo12
(Reducción de jornada).- La jornada diaria 
laboral podrá reducirse hasta la mitad por 
dictamen médico en caso de enfermedades 
que así lo requieran hasta por un máximo 
de nueve meses; por lactancia hasta por un 
máximo de nueve meses; por adopción o 
legitimación adoptiva por seis meses des-
de la fecha de vencimiento de la licencia 
respectiva, todas debidamente certifica-
das.

artículo15
(Licencias especiales).- Los funcionarios 
también tendrán derecho a las siguientes 
licencias:
Por enfermedad. Según lo determine el 
Servicio de Certificaciones Médicas corres-
pondiente. Cuando la licencia por enferme-
dad supere los sesenta días en un período 
de doce meses o los noventa días en un 
período de veinticuatro meses, el jerarca, 
previo informe de su servicio médico o de 
la Administración de los Servicios de Salud 
del Estado, resolverá sobre la pertinencia 
de la realización de una Junta Médica, a fin 
de establecer la aptitud física o psíquica 
del funcionario para el desempeño de sus 
tareas habituales, siendo de aplicación la 
ley específica en la materia.
Por estudio. Hasta por un máximo de vein-
te días hábiles anuales, que podrán gozarse 
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en forma fraccionada, por aquellos funcio-
narios que cursen estudios en institutos de 
enseñanza secundaria básica, educación 
media superior, educación técnico profe-
sional superior, enseñanza universitaria, 
instituto normal y otros de análoga natu-
raleza pública o privada, habilitados por 
el Ministerio de Educación y Cultura o por 
la Administración Nacional de Educación 
Pública.
A los efectos de su usufructo, será necesa-
rio acreditar el examen rendido y haber 
aprobado por lo menos dos materias en el 
año civil anterior.
La referida licencia se reducirá a un máxi-
mo de diez días hábiles, cuando el funcio-
nario solo haya aprobado dos materias en 
dos años civiles inmediatos precedentes a 
la fecha de la solicitud.
Estos requisitos no serán de aplicación en 
los casos en que el funcionario esté cursan-
do el primer año de sus estudios o inicie 
una nueva carrera.
También tendrán derecho a esta licencia, 
los funcionarios profesionales que cursen 
estudios de grado, postgrado, maestría y 
doctorados, así como a los efectos de rea-
lizar tareas de carácter preceptivo para la 
finalización de sus programas de estudio, 
tales como presentación de tesis, mono-
grafías y carpetas finales.
Por maternidad. Toda funcionaria pública 
embarazada tendrá derecho mediante pre-
sentación de un certificado médico en el 
que se indique la fecha presunta del parto, 
a una licencia por maternidad. La duración 
de esta licencia será de trece semanas. A 
esos efectos la funcionaria embarazada de-
berá cesar todo trabajo una semana antes 
del parto y no podrá reiniciarlo sino has-
ta doce semanas después del mismo. La 
funcionaria embarazada, podrá adelantar 
el inicio de su licencia, hasta seis sema-

nas antes de la fecha presunta del parto. 
Cuando el parto sobrevenga después de 
la fecha presunta, la licencia tomada ante-
riormente será prolongada hasta la fecha 
del alumbramiento y la duración del des-
canso puerperal obligatorio no deberá ser 
reducida. En caso de enfermedad que sea 
consecuencia del embarazo, se podrá fijar 
un descanso prenatal suplementario. En 
caso de enfermedad que sea consecuencia 
del parto, la funcionaria tendrá derecho a 
una prolongación del descanso puerperal 
cuya duración será fijada por los servicios 
médicos respectivos.
En caso de nacimientos múltiples, pre-
términos o con alguna discapacidad, la li-
cencia por maternidad será de dieciocho 
semanas.
Por paternidad, de diez días hábiles.
Por adopción, de seis semanas continuas, 
que podrá ser aplicable a partir de que se 
haya hecho efectiva la entrega del menor. 
Cuando los dos padres adoptantes sean be-
neficiarios de esta licencia, solo uno podrá 
gozar de la misma, y al restante correspon-
derán diez días hábiles.
Por donación de sangre, órganos y tejidos. 
Por donación de sangre, el funcionario ten-
drá derecho a no concurrir a su trabajo el 
día de la donación.
En el caso de donación de órganos y teji-
dos, la cantidad de días será la que estimen 
necesaria los médicos del Instituto Nacio-
nal de Donación y Transplante de Células, 
Tejidos y Órganos, para la recuperación 
total del donante.
Para la realización de exámenes genito-
mamarios, las funcionarias tendrán dere-
cho a un día de licencia a efectos de facili-
tar su concurrencia a realizarse exámenes 
de Papanicolaou o radiografía mamaria.
Asimismo, los funcionarios tendrán dere-
cho a un día de licencia a efectos de rea-

lizarse exámenes del antígeno prostático 
específico (PSA) o ecografía o examen uro-
lógico.
En todos los casos deberá presentarse el 
comprobante respectivo.
Por duelo de diez días corridos por falle-
cimiento de padres, hijos, cónyuges, hijos 
adoptivos, padres adoptantes y concubi-
nos; de cuatro días en caso de hermanos, 
y de dos días para abuelos, nietos, padres, 
hijos o hermanos políticos, padrastros o 
hijastros, en todos los casos deberá justifi-
carse oportunamente.
Por matrimonio o por unión libre recono-
cida judicialmente de quince días corridos 
a partir del acto de celebración o dictado 
de sentencia.
Por jubilación de hasta cinco días hábiles, 
a los efectos de realizar el trámite corres-
pondiente.
Por violencia doméstica, en casos de ina-
sistencia al servicio debido a situaciones 
de violencia doméstica debidamente acre-
ditadas el jerarca respectivo dispondrá 
que no se hagan efectivos los descuentos 
correspondientes.
Por integración de Comisiones Receptoras 
de Votos organizadas por la Corte Elec-
toral, en caso de ejercer sus funciones, 
tendrán asueto el día siguiente al de la 
elección y cinco días de licencia. Los fun-
cionarios designados como suplentes que 
se presenten el día de la elección en el local 
asignado a la hora 7, tendrán derecho a dos 
días de licencia si no suplen a los titulares. 
La inasistencia a los cursos de capacitación 
hará perder el derecho al uso de la licencia 
establecida.
Sin goce de sueldo. El jerarca podrá conce-
der en forma justificada a los funcionarios 
de carrera, una licencia sin goce de sueldo 
de hasta un año. Cumplido el mismo no 
podrá solicitarse nuevamente hasta trans-

curridos cinco años del vencimiento de 
aquella.
El límite de un año no regirá para:
A)	 Los funcionarios cuyos cónyuges 
o concubinos -también funcionarios públi-
cos- sean destinados a cumplir servicios 
en el exterior por un período superior a un 
año.
B)	 Los funcionarios que pasen a 
prestar servicios en organismos interna-
cionales de los cuales la República forma 
parte, cuando ellos sean de interés de la 
Administración y por un plazo que no po-
drá exceder de los cinco años.
C)	 Los funcionarios con cargos 
docentes designados o electos para des-
empeñar cargos docentes de gobierno 
universitario. Los funcionarios que deban 
residir en el extranjero, por motivos de 
cumplimiento de cursos o realización de 
investigaciones sobre temas atinentes a su 
profesión o especialización y que sean de 
interés para la Administración, y que ob-
tengan una licencia sin goce de sueldo de 
hasta un año, al vencimiento de la misma 
deberán retornar a cumplir tareas en la 
Administración por el plazo de hasta un 
año. El incumplimiento de dicho extremo 
se considerará omisión funcional.
El jerarca podrá conceder en casos especí-
ficos debidamente fundados, a los funcio-
narios contratados, una licencia sin goce 
de sueldo de hasta seis meses.

ley N° 19.161 
Subsidios por maternidad y por 
paternidad para trabajadores de 
la actividad privada 

artículo 1º
(Ámbito de aplicación).- Tienen derecho 
al subsidio por maternidad previsto en la 
presente ley: 
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A)	 Las trabajadoras dependientes 
de la actividad privada.
B)	 Las trabajadoras no dependien-
tes que desarrollaren actividades ampara-
das por el Banco de Previsión Social, siem-
pre que no tuvieren más de un trabajador 
subordinado. 
C)	 Las titulares de empresas mono-
tributistas. 
D)	 Las trabajadoras que, habiendo 
sido despedidas, quedaren grávidas du-
rante el período de amparo al subsidio por 
desempleo previsto en el Decreto-Ley Nº 
15.180, de 20 de agosto de 1981 y modifi-
cativas.
El derecho a la percepción íntegra del sub-
sidio no se verá afectado por la suspensión 
o extinción de la relación laboral durante 
el período de gravidez o de descanso puer-
peral. 
Para acceder al subsidio, las beneficiarias 
indicadas en los literales B) y C) del inciso 
primero de este artículo deberán encon-
trarse al día con sus aportes al sistema de 
la seguridad social. 

artículo 2º
(Período de amparo al subsidio por mater-
nidad).- Las beneficiarias deberán cesar 
todo trabajo seis semanas antes de la fecha 
presunta del parto y no podrán reiniciarlo 
sino hasta ocho semanas después del mis-
mo. 
No obstante, las beneficiarias autorizadas 
por el Banco de Previsión Social podrán 
variar los períodos de licencia anteriores, 
manteniendo el mínimo previsto en el in-
ciso siguiente. 
En ningún caso, el período de descanso 
será inferior a catorce semanas. 

artículo 3º
(Parto prematuro).- Cuando el parto sobre-

viniere antes de la fecha presunta, la bene-
ficiaria iniciará el descanso de inmediato y 
el período de descanso puerperal se verá 
prolongado hasta completar las catorce 
semanas previstas en el inciso final del ar-
tículo 2º o las ocho semanas posteriores a 
la fecha de parto prevista inicialmente, si 
este término venciere con posterioridad a 
aquél. 

artículo 4º
(Parto posterior a la fecha presunta).- 
Cuando el parto sobreviniere después 
de la fecha presunta, el descanso tomado 
anteriormente será siempre prolongado 
hasta la fecha real del parto y la duración 
del descanso puerperal obligatorio no será 
reducida. 

artículo 5º
(Enfermedad como consecuencia del em-
barazo o del parto).- En caso de enferme-
dad que fuere consecuencia del embarazo 
o del parto, la beneficiaria tendrá derecho 
a una prolongación del descanso prenatal 
o puerperal, respectivamente. 
Durante estos períodos extraordinarios de 
descanso percibirá, del instituto previsio-
nal que ampare su actividad, las prestacio-
nes económicas por enfermedad que allí le 
correspondieren. 
Si la beneficiaria no tuviere derecho a ellas 
o éstas no existieren, el Banco de Previsión 
Social le abonará el subsidio por enferme-
dad previsto por el Decreto-Ley Nº 14.407, 
de 22 de julio de 1975 y modificativas. 
Sin perjuicio de lo dispuesto por las res-
pectivas normas aplicables en materia de 
cobertura de la contingencia enfermedad, 
los descansos suplementarios referidos 
en el inciso primero no podrán exceder, en 
conjunto, los seis meses, y su concesión y 
duración serán determinadas por el orga-

nismo a cuyo cargo se encuentren las pres-
taciones indicadas en el presente artículo. 

artículo 6º
(Monto del subsidio por maternidad).- Du-
rante los períodos de descanso previstos 
en los artículos 2º a 4º, la beneficiaria per-
cibirá: 
A)	 Si se tratare de trabajadora de-
pendiente, el promedio mensual o diario 
-según fuere remunerada por mes o por 
día u hora- de sus asignaciones computa-
bles percibidas en los últimos seis meses, 
más la cuota parte correspondiente al suel-
do anual complementario, licencia y sala-
rio vacacional a que hubiere lugar por el 
período de amparo.
B)	 Si se tratare de trabajadora no 
dependiente, el promedio mensual de sus 
asignaciones computables de los últimos 
doce meses.
En ningún caso el monto del subsidio por 
maternidad será inferior a 2 BPC (dos Ba-
ses de Prestaciones y Contribuciones) por 
mes o la suma que proporcionalmente co-
rrespondiere para períodos menores. 
Los plazos mencionados corresponderán 
a período de trabajo efectivo si fuere más 
favorable para la trabajadora. 

artículo 7º
(Ámbito de aplicación).- Tendrán derecho 
a ausentarse de su trabajo por razones de 
paternidad, percibiendo el subsidio previs-
to en el artículo 9º de la presente ley, los 
siguientes beneficiarios: 
A)	 Trabajadores dependientes de la 
actividad privada.
B)	 Trabajadores no dependientes 
que desarrollaren actividades amparadas 
por el Banco de Previsión Social, siempre 
que no tuvieren más de un trabajador su-
bordinado.

C)	 Titulares de empresas monotri-
butistas.
No tendrán derecho a este beneficio quie-
nes figuraren inscriptos como deudores 
alimentarios morosos en el Registro Na-
cional de Actos Personales, Sección Inter-
dicciones, conforme con lo previsto por las 
Leyes Nº 17.957, de 4 de abril de 2006, y 
Nº 18.244, de 27 de diciembre de 2007. 
Para acceder al subsidio, los beneficiarios 
indicados en los literales B) y C) del inciso 
primero de este artículo deberán encon-
trarse al día con sus aportes al sistema de 
la seguridad social. 

artículo 8º
 (Período de inactividad compensada).- El 
descanso a que refiere el artículo anterior 
tendrá las siguientes duraciones: 
A)	 Un máximo de tres días conti-
nuos, a partir de la entrada en vigencia de 
la presente ley.
B)	 Un máximo de siete días conti-
nuos, a partir del 1º de enero de 2015.
C)	 Un máximo de diez días conti-
nuos, a partir del 1º de enero de 2016.
El período del descanso previsto en el pre-
sente artículo se iniciará el día del parto, 
salvo para quienes tuvieren derecho a la 
licencia prevista por el artículo 5º de la Ley 
Nº 18.345, de 11 de setiembre de 2008, en 
cuyos casos comenzará inmediatamente 
después de concluida ésta. 

artículo 9º
(Monto del subsidio).- El monto del sub-
sidio, correspondiente a cada día de au-
sencia por razones de paternidad, será el 
siguiente: 
A)	 Si se tratare de trabajador de-
pendiente, el promedio diario de sus asig-
naciones computables percibidas en los 
últimos seis meses, más la cuota parte co-



5352

rrespondiente al sueldo anual complemen-
tario, licencia y salario vacacional a que 
hubiere lugar por el período de amparo.
B)	 Si se tratare de trabajador no de-
pendiente, el promedio diario de sus asig-
naciones computables de los últimos doce 
meses.
En ningún caso el monto del subsidio será 
inferior al previsto por el inciso segundo 
del artículo 6º proporcionado a los días de 
ausencia por paternidad. Las referencias a 
seis y doce meses efectuadas en los litera-
les A) y B) del inciso primero del presente 
artículo, corresponderán a períodos de tra-
bajo efectivo, si fuere más favorable para el 
trabajador. 

artículo 10
(Deber de preaviso).- En el caso de trabaja-
dores dependientes, el beneficiario que se 
propusiere hacer uso del derecho previsto 
en los artículos 7º y 8º, deberá comunicar 
en forma fehaciente a su empleador la fe-
cha probable de parto, con una antelación 
mínima de dos semanas. 

artículo 11
(Requisitos para el goce del subsidio).- Para 
recibir el subsidio por paternidad previs-
to en la presente ley, el interesado deberá 
presentar ante el Banco de Previsión Social 
el certificado médico correspondiente o 
testimonio de la partida de nacimiento de 
su hijo, en la forma y condiciones que de-
termine el referido organismo. 

artículo 12
(Subsidio parental para cuidados).- Las 
trabajadoras incluidas en el artículo 1º y 
los trabajadores incluidos en el artículo 
7º de la presente ley, serán beneficiarios 
de un subsidio para el cuidado del recién 
nacido, que podrán usar indistintamente y 

en forma alternada el padre y la madre una 
vez finalizado el período de subsidio por 
maternidad previsto en el artículo 2º de la 
presente ley, hasta que el referido hijo de 
los beneficiarios cumpla cuatro meses de 
edad. 
Dicho plazo máximo de goce del subsidio 
se extenderá, a partir del 1º de enero de 
2015, hasta los cinco meses de edad del 
hijo y a partir de 1º de enero de 2016, has-
ta sus seis meses de edad. 
Uno u otro beneficiario sólo podrán acce-
der al subsidio siempre que la trabajadora 
permaneciere en actividad o amparada al 
seguro por enfermedad, salvo lo previsto 
en el siguiente inciso. 
El goce del subsidio parental es incompati-
ble con la percepción de cualquier subsidio 
por inactividad compensada por parte del 
mismo beneficiario. 

artículo 13
(Horario laboral durante el período de 
subsidio para cuidados).- La actividad la-
boral de los beneficiarios del subsidio para 
cuidados previsto en el artículo anterior 
no excederá la mitad del horario habitual 
ni podrá superar las cuatro horas diarias. 

artículo 14
(Monto del subsidio parental para cuida-
dos).- El monto del subsidio establecido en 
el artículo 12 para uno u otro progenitor 
será de la mitad del respectivamente pre-
visto por los artículos 6º y 9º de la presen-
te ley. 

artículo 15
(Pérdida del derecho a la percepción de los 
subsidios).- Las personas beneficiarias de 
los subsidios por maternidad o por pater-
nidad no podrán desarrollar actividad re-
munerada alguna durante los períodos de 

ausencia por tales motivos. 
Igual prohibición regirá en cuanto a las ho-
ras de ausencia para cuidados de la que ha-
gan uso los beneficiarios del subsidio por 
esta causal, quienes, además, únicamente 
podrán desarrollar actividad remunerada 
dentro de los límites previstos por el artí-
culo 13 de la presente ley. 
La infracción de la presente disposición 
implicará la pérdida del derecho al cobro 
del subsidio correspondiente, durante el 
lapso que dure dicha inobservancia. 

artículo 16
(Inclusión en el Seguro Nacional de Sa-
lud).- Los beneficiarios de los subsidios 
previstos en la presente ley mantendrán 
su inclusión en el Seguro Nacional de Salud 
durante el período de amparo a los mis-
mos. 

artículo 17
(Aportes a la seguridad social).- El Banco 
de Previsión Social retendrá el aporte per-
sonal correspondiente a los subsidios pre-
vistos por la presente ley, los que no gene-
rarán aportes patronales. 

artículo 18
(Trabajadores suplentes).- Las empresas 
no estarán obligadas a abonar indemniza-
ción por despido a quienes, habiendo in-
gresado en sustitución de un trabajador en 
goce de los subsidios previstos en la pre-
sente ley, cesaren con motivo del reintegro 
total o parcial de éste. Esta circunstancia 
deberá estar documentada fehacientemen-
te en forma previa. 

artículo 19
(Pago de los subsidios).- Los subsidios pre-
vistos por la presente ley estarán a cargo 
del Banco de Previsión Social. Los gastos 

que la aplicación de la misma generare al 
mencionado organismo, serán atendidos 
por Rentas Generales, si fuere necesario. 
artículo 20
(Derogaciones).- Deróganse los artículos 
11 a 17 del Decreto Ley Nº 15.084, de 28 
de noviembre de 1980, así como todas las 
disposiciones que se opongan directa o in-
directamente a la presente ley. 

decreto 001/77/2013 del 23/01/2014
Reglamenta los subsidios por ma-
ternidad y paternidad de trabaja-
dores de la actividad privada

Artículo 1º 
(Titulares de empresas monotributistas) 
Las referencias a titulares de empresas 
monotributistas realizadas en el literal C) 
del inciso primero de los artículos 1º y 7º 
de la ley que se reglamenta, corresponden 
tanto a quienes lo fueren al amparo del ré-
gimen establecido por los artículos 70 a 86 
de la ley Nº 18.083 de 27 de diciembre de 
2006, modificativas y concordantes, como 
a quienes lo fueren conforme a lo previsto 
por la ley Nº 18.874 de 23 de diciembre de 
2011, modificativas y concordantes.

Artículo 2º 
(Información sobre deudores alimentarios 
morosos) A los efectos del control del cum-
plimiento de lo previsto por el inciso se-
gundo del artículo 7º de la ley que se regla-
menta, el Banco de Previsión Social podrá 
requerir de oficio al Registro Nacional de 
Actos Personales, Sección Interdicciones, 
la información a que refiere el artículo 1º 
de la ley Nº 17.957 de 4 de abril de 2006.
La Dirección General de Registros y el Ban-
co de Previsión Social podrán celebrar los 
convenios que fueren necesarios a los efec-
tos de que este último organismo tenga ac-
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ceso permanente a la referida información.

Artículo 3º 
(Trabajadores en subsidio a la fecha de 
vigencia de la Ley) Las disposiciones de la 
ley que se reglamenta serán de aplicación 
también a aquellas trabajadoras que, al día 
25 de noviembre de 2013, se hallaren en 
goce del descanso a que refieren los artícu-
los 12 y 13 del decreto – ley Nº 15.084 de 3 
de noviembre de 1980.

Artículo 4º 
(Subsidio por paternidad: aplicación en el 
tiempo) Los padres cuyos hijos hubieren 
nacido a partir del 20 de noviembre de 
2013, podrán gozar del descanso previsto 
en el literal A) del inciso primero del artí-
culo 8º de la ley que se reglamenta o, en su 
caso, del saldo no transcurrido al 25 de no-
viembre de 2013, conforme a lo estableci-
do por el inciso segundo de dicho artículo.
Los sendos períodos de descanso previstos 
por los literales B) y C) del inciso primero 
del artículo 8º de la ley que se reglamenta, 
serán de aplicación también a quienes se 
hallaren en goce del subsidio por paterni-
dad al 1º de enero de 2015 y al 1º de enero 
de 2016, respectivamente.

Artículo 5º 
(Subsidio parental para cuidados: aplica-
ción en el tiempo) El subsidio a que refiere 
el artículo 12 de la ley que se reglamenta 
alcanzará también a los beneficiarios indi-
cados en dicha norma, cuyo hijo no hubiere 
cumplido los cuatro meses de edad al día 
25 de noviembre de 2013.
Las sendas extensiones previstas en el in-
ciso segundo de dicho artículo serán tam-
bién de aplicación para quienes estuvieren 
en goce de este subsidio al 1º de enero de 
2015 y al 1º de enero de 2016, respectiva-

mente.

Artículo 6º 
(Subsidio parental para cuidados: horario 
laboral) El subsidio previsto por el artícu-
lo 12 de la ley que se reglamenta deberá 
solicitarse ante el Banco de Previsión So-
cial, en la forma y condiciones que dicho 
instituto establezca, debiendo indicarse, 
en todos los casos, el horario de labor que 
cumplirá el beneficiario durante el goce de 
la prestación.
El Banco de Previsión Social comunicará 
tales extremos a la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social, a los efec-
tos de los controles que correspondieren.

Artículo 7 
(Contralor del efectivo goce de los descan-
sos) Sin perjuicio de las verificaciones que 
dispusiere el Banco de Previsión Social, 
toda vez que la Inspección General del Tra-
bajo y de la Seguridad Social comprobare 
algún incumplimiento de lo previsto por 
los incisos primero y segundo del artículo 
15 de la ley que se reglamenta, lo comu-
nicará a aquel Instituto, a los efectos de la 
aplicación de lo dispuesto por el inciso fi-
nal de dicho artículo.

Artículo 8º 
(Incompatibilidades) El goce de los subsi-
dios previstos en la ley que se reglamenta 
es incompatible con la percepción de cual-
quier otro subsidio por inactividad com-
pensada por parte del mismo beneficiario, 
sin perjuicio de los complementos que pu-
dieren abonar los empleadores o las cajas 
de auxilio, en su caso.

Artículo 9º 
(Aspectos impositivos) Los subsidios pre-
vistos en la ley que se reglamenta no cons-

tituyen rentas gravadas por el Impuesto 
a la Renta de las Personas Físicas (inciso 
segundo del literal C) artículo 2º del Título 
7 del Texto Ordenado 1996 y normas con-
cordantes).

Artículo 10 
(Derogaciones) Deróganse los artículos 
16 y 17 del decreto Nº 227/981 de 27 de 
mayo de 1981.

Artículo 11 
Comuníquese, publíquese, etc.
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Ley Nº 17.242
DECLARASE DE INTERÉS PÚBLICO LA 
PREVENCIÓN DE CÁNCERES GENITO-
MAMARIOS

Artículo 1º
Declárase de interés público la prevención 
de cánceres genito-mamarios.
Artículo 2º
Las mujeres trabajadoras de la actividad 
privada y las funcionarias públicas tendrán 
derec ho a un día al año de licencia especial 
con goce de sueldo a efectos de facilitar su 
concurrencia a realizarse exámenes de Pa-
panicolau y/o radiografía mamaria, hecho 
que deberán acreditar en forma fehaciente.
Artículo 3º
Los centros de salud que expidan el carné 
de salud deberán posibilitar la realización 
conjunta de los exámenes de Papanicolau y 
radiografía mamaria.

Decreto 321/2009 del 9.7.2009
Reglamenta actividades agropecuarias
Capítulo  X

Artículo 91
Indica que deben adoptarse medidas que 
tomen en cuenta las necesidades propias de 
las trabajadoras en lo que se refiere al em-
barazo , lactancia y la salud reproductiva.

Artículo 92
Esta prohibido para la mujer embarazada 
o que este lactando aplicar, preparar o ma-
nipular agrotoxicos .-

Decreto 186/2004 del 8.6.2004
Reglamentación del régimen sancionatorio 
de infracciones a convenios internaciona-
les de trabajo , leyes , decretos , laudos y 
convenios colectivos cuyo contralor le co-
rresponde a la IGTSS. 

Artículo 9º
Indica que son infracciones muy graves: 
asignar mujeres en periodo de gravidez 
a puestos de trabajo en los que se utili-
cen productos químicos tóxicos. Emplear 
mujeres o menores en la limpieza o repa-
ración de motores en marcha , maquinas 
u otros agentes de transmisión peligrosa. 
La inobservancia relativa a la protección 
de los periodos de embarazo y lactancia . 

Decreto 372/99  del 26.11.1999 
Reglamenta la actividad forestal 
Capítulo  II

Artículo 9º
Queda terminantemente prohibido la utili-
zación de productos químicos tóxicos por 
mujeres que declaren  su estado de gravidez. 
 
Decreto 406/988 del 3.6.1988 
Capítulo V 

Artículo 55
Riesgos Ergonómicos: las cargas máximas 
que podrán levantar transportar manual-
mente en forma habitual y repetitiva los 
trabajadores , serán de 55 kg. para hom-
bres y de 25 kgs para mujeres. Cuando se 
emplee a jóvenes trabajadores en el levan-
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tamiento y transporte manual y habitual e 
carga , el peso máximo de esa carga deberá 
ser considerablemente inferior a la que se 
admite a trabajadores adultos del mismo 
sexo, siendo extensible tal limitación de 
carga para la mujer embarazada .-

Decreto 183/1982 del 27/05/1982 
Reglamentario del CIT 139 
sobre sustancias cancerígenas

Artículo 7º
Prohíbe el empleo de mujeres embaraza-
das o que lacten a sus hijos en los lugares 
de trabajo alcanzados por el decreto y que 
usan las sustancias o agentes cancerígenos 
enumerados en las Tablas Anexas. 

Ley 15244 del 27/01/1982 
Autoriza al Poder Ejecutivo a proceder a la 
denuncia del Convenio 89 relativo al traba-
jo nocturno de las mujeres empleadas en la 
industria, ratificado por la ley 12030.

Decreto 15/09/1952 del 15/09/1952
Reglamentario del CIT 13 
sobre CERUSA 

Artículo 1º
Queda prohibido emplear a las mujeres en 
trabajos de pintura industrial que impli-
quen el empleo de la cerusa , del sulfato 
de plomo o de cualesquiera productos que 
contengan dichos pigmentos.

Decreto 14/09/1945 del 14/09/1945 
Reglamentario del Benzolismo 

Artículo 8º
En los trabajos en establecimientos que 
fabriquen, empleen o manipulen benzol 
o sus homólogos y sus compuestos queda 
absolutamente prohibido el que sean em-

pleados mujeres embarazadas.
Artículo 9º
Detalla trabajos con benzol en los que no 
pueden ser empleadas mujeres.
Artículo 10
Establece posibilidad de pedir excepciones.
Artículo11
Establece que las mujeres no podrán per-
manecer en los locales de trabajo donde se 
prohíbe su empleo como tampoco en los 
locales contiguos que no se hallen separa-
dos por puertas de dichos locales.

Ley 6102  del 10/07/1918 
Ley de la silla 

Artículo 1º
Los almacenes, tiendas, boticas, fábricas, 
talleres y otros establecimientos y locales 
en que trabajen mujeres, tendrán el nume-
ro suficiente de sillas para que las emplea-
das u obreras puedan tomar asiento siem-
pre que sus tareas lo permitan . 
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Ley 1.8246
SOBREVIVENCIA 
CAPÍTULO V
DERECHOS Y OBLIGACIONES 
DE SEGURIDAD SOCIAL

Artículo 14
Agrégase al artículo 25 de la Ley Nº 16.713, 
de 3 de setiembre de 1995, el siguiente literal:

“e.
Las concubinas y los concubinos, enten-
diéndose por tales las personas que, hasta 
el momento de configuración de la causal, 
hubieran mantenido con el causante una 
convivencia ininterrumpida de al menos 
cinco años en unión concubinaria de carác-
ter exclusivo, singular, estable y permanen-
te, cualquiera sea su sexo, identidad, orien-
tación u opción sexual y que no resultare 
alcanzada por los impedimentos dirimen-
tes establecidos en los numerales 1º, 2º, 4º 
y 5º del artículo 91 del Código Civil”.

Artículo 15
Sustitúyese el artículo  26 de la Ley 
Nº 16.713, de 3 de setiembre de 1995, con 
la redacción parcialmente introducida por 
la Ley Nº 16.759, de 4 de julio de 1996, por 
el siguiente:

“ARTÍCULO 26
(Condiciones del derecho 

y términos de la prestación)

En el caso del viudo, concubino, los pa-
dres absolutamente incapacitados para 
todo trabajo y las personas divorciadas, 
deberán acreditar conforme a la reglamen-

tación que se dicte, la dependencia econó-
mica del causante o la carencia de ingresos 
suficientes.

Tratándose de las viudas y de las concubi-
nas, tendrán derecho al beneficio siempre 
que sus ingresos mensuales no superen la 
suma de $ 15.000 (quince mil pesos uruguayos).

En el caso de los beneficiarios señalados 
en el literal e. del artículo anterior, deberán 
justificar que gozaban de pensión alimen-
ticia servida por su ex cónyuge, decretada 
u homologada judicialmente. En estos ca-
sos, el monto de la pensión o la cuota parte, 
si concurriere con otros beneficiarios, no 
podrá exceder el de la pensión alimenticia.

Los hijos adoptivos y los padres adoptan-
tes, en todo caso deberán probar que han 
integrado, de hecho, un hogar común con 
el causante, conviviendo en su morada y 
constituyendo con el mismo una unidad 
moral y económica similar a la de la fami-
lia, siempre que esta situación fuese no-
toria y preexistente en cinco años por lo 
menos, a la fecha de configurar la causal 
pensionaria, aun cuando el cumplimiento 
de las formalidades legales de adopción 
fuese más reciente.

Cuando la causal pensionaria se opere an-
tes que el adoptado haya cumplido los diez 
años de edad, se exigirá que el beneficiario 
haya convivido con el causante la mitad de 
su edad a dicha fecha.

SEGURIDAD SOCIAL
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El goce de esta pensión es incompatible 
con el de la causada por vínculo de consan-
guinidad, pudiendo optar el interesado por 
una u otra.

Tratándose de beneficiarias viudas y de 
beneficiarias concubinas, que tengan cua-
renta o más años de edad a la fecha de fa-
llecimiento del causante, o que cumplan esa 
edad gozando del beneficio de la pensión, la 
misma se servirá durante toda su vida. Los 
restantes beneficiarios mencionados en los 
literales a., d. y e. del artículo 25 de la pre-
sente ley que cumplan con los requisitos es-
tablecidos en este inciso, gozarán igualmen-
te de la pensión durante toda su vida, salvo 
que se configuren respecto de los mismos 
las causales de término de la prestación que 
se establecen en este artículo.

En el caso que los beneficiarios menciona-
dos en los literales a., d. y e. del artículo 25 
de la presente ley tengan entre treinta 
y treinta y nueve años de edad a la fecha 
del fallecimiento del causante, la pensión 
se servirá por el término de cinco años 
y por el término de dos años cuando los 
mencionados beneficiarios sean menores 
de treinta años de edad a dicha fecha. Los 
períodos de prestación de la pensión a que 
hace referencia el inciso anterior no serán 
de aplicación en los casos en que:

a. El beneficiario estuviese total y absolu-
tamente incapacitado para todo trabajo.
b. Integren el núcleo familiar del beneficia-
rio hijos solteros menores de veintiún años 
de edad, en cuyo caso la pensión se servi-
rá hasta que estos últimos alcancen dicha 
edad, excepto cuando se trate de mayores 
de dieciocho años de edad que dispongan 
de medios de vida propios y suficientes 
para su congrua y decente sustentación.

c. Integren el núcleo familiar hijos solteros 
mayores de dieciocho años de edad abso-
lutamente incapacitados para todo trabajo.

El derecho a pensión se pierde:
a. Por contraer matrimonio en el caso del 
viudo, concubino y personas divorciadas.
b. Por el cumplimiento de veintiún años de 
edad en los casos de hijos solteros.
c. Por hallarse el beneficiario al momento 
del fallecimiento del causante en algunas 
de las situaciones de desheredación o in-
dignidad previstas en los artículos  842, 
899, 900 y 901 del Código Civil.
d. Por recuperar su capacidad antes de los 
cuarenta y cinco años de edad los benefi-
ciarios mencionados en los literales B) y C) 
del artículo 25 de la presente ley.
e. Por mejorar la fortuna de los beneficia-
rios”.

Artículo 16
Sustitúyense los literales a., b. y e. del artí-
culo 32 de la Ley Nº 16.713, de 3 de setiem-
bre de 1995, por los siguientes:

“a. Si se trata de personas viudas o divor-
ciadas o concubinas o concubinos, el 75% 
(setenta y cinco por ciento) del básico de pen-
sión cuando exista núcleo familiar, o con-
currencia con hijos no integrantes del mis-
mo o padres del causante.

“b. Si se trata exclusivamente de la viuda 
o concubina o del viudo o concubino, o hi-
jos del causante, el 66% (sesenta y seis por 
ciento) del básico de pensión”.

“e. Si se trata de la viuda o viudo en concu-
rrencia con la divorciada o divorciado y/o 
concubina o concubino, o de la divorciada 
o divorciado en concurrencia con la con-
cubina o concubino, sin núcleo familiar, el 

66% (sesenta y seis por ciento) del sueldo 
básico de pensión. Si alguna o algunas de 
esas categorías tuviere o tuvieren núcleo 
familiar, el 9% (nueve por ciento) de dife-
rencia se asignará o distribuirá, en su caso, 
entre esas partes”.

Artículo 17
Sustitúyense los literales a. y b. del artícu-
lo 33 de la Ley Nº 16.713, de 3 de setiem-
bre de 1995, por los siguientes:

“a.
A la viuda o viudo, concubina o concubino, 
divorciada o divorciado, con núcleo fami-
liar, en concurrencia con otros beneficia-
rios, le corresponderá el 70% (setenta por 
ciento) de la asignación de pensión.

Cuando concurran con núcleo familiar la 
viuda o viudo y/o concubina o concubino 
y/o divorciada o divorciado, la distribu-
ción de dicho porcentaje se hará por partes 
iguales a cada categoría. En el caso de que 
alguna o algunas de las categorías integre 
o integren núcleo familiar, su cuota parte 
será superior en un 14% (catorce por ciento) 
a la del resto de los beneficiarios.

El remanente de la asignación de pensión 
se distribuirá en partes iguales entre los 
restantes copartícipes de pensión.

b. A la viuda o viudo, concubina o concu-
bino, divorciada o divorciado, sin núcleo 
familiar, en concurrencia con otros bene-
ficiarios, le corresponderá el 60% (sesenta 

por ciento) de la asignación de pensión.

Cuando concurran la viuda o viudo y/o con-
cubina o concubino y/o divorciada o divor-
ciado, la distribución de dicho porcentaje 
se hará por partes iguales a cada categoría.

El remanente se distribuirá en partes iguales 
entre los restantes copartícipes de pensión”.

Artículo 18
Sustitúyese el numeral II. del artículo 167 
de la Ley Nº 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, por el siguiente:

“II.
El pago total o parcial, debidamente docu-
mentado, de cobertura médica u odonto-
lógica, asistencial o preventiva, integral o 
complementaria otorgadas al trabajador, 
su cónyuge, concubina o concubino con 
cinco años de convivencia ininterrumpi-
da y demás características previstas por 
el literal  e. del artículo  25 de la presente 
ley, sus padres -cuando se encuentren a su 
cargo-, hijos menores de dieciocho años, o 
mayores de dieciocho y menores de vein-
ticinco mientras se encuentren cursando 
estudios terciarios e hijos incapaces, sin 
límite de edad”.

Artículo 19
Cumplido un año a partir de la entrada en 
vigencia de esta ley, quedarán extendidos 
a las concubinas y concubinos -a que refie-
ren los artículos 1º y 2º todos los derechos 
y obligaciones de seguridad social previs-
tos para los cónyuges según el ámbito de 
inclusión que corresponda, a que refieren 
los artículos 14 a 18 de esta ley o de dispo-
siciones legales ya vigentes.
A los efectos de la generación de pensiones 
de sobrevivencia, los requisitos previstos 
por los artículos 1º y 2º de esta ley debe-
rán existir al momento de configurarse la 
causal pensionaria.

Artículo 20
Para determinar los derechos y obligacio-
nes de seguridad social a que hubiere lu-
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gar, la prueba de los extremos requeridos 
por los artículos 1º y 2º de la presente ley 
se realizará en el organismo previsional 
que correspondiere según la inclusión de 
los servicios respectivos, sin perjuicio de 
la eficacia que a tal fin tendrá, en lo perti-
nente, el reconocimiento judicial obtenido 
conforme a lo previsto en la ley.
Artículo 21
Los gastos que la aplicación de las disposi-
ciones contenidas en el presente capítulo 
pudiere generar al Banco de Previsión So-
cial, al Servicio de Retiros y Pensiones Po-
liciales y al Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas, serán atendidos 
por Rentas Generales, si fuera necesario.

Ley 18395 
CAPÍTULO V 
DEL CÓMPUTO FICTO DE SERVICIOS
A LA MUJER POR CARGAS DE FAMILIA 

Artículo 14
(Cómputo ficto)

A los efectos del cómputo de años de ser-
vicio a que refiere la Ley Nº 16.713, de 3 
de setiembre de 1995, las mujeres tendrán 
derecho a computar un año adicional de 
servicios por cada hijo nacido vivo o por 
cada hijo que hayan adoptado siendo éste 
menor o discapacitado, con un máximo to-
tal de cinco años.
En todos los casos, los servicios computa-
dos fictamente conforme a lo previsto por 
el presente artículo, serán considerados 
ordinarios (artículo 36 de la Ley Nº 16.713, 
de 3 de setiembre de 1995) y no podrán 
utilizarse para reformar cédula jubilatoria 
alguna.

LEY 18246 Unión concubinaria
REGULACIÓN 
SOBREVIVENCIA 
CAPÍTULO V
DERECHOS Y OBLIGACIONES 
DE SEGURIDAD SOCIAL

Artículo 14
Agrégase al artículo 25 de la Ley Nº 16.713, de 
3 de setiembre de 1995, el siguiente literal:

“e. Las concubinas y los concubinos, enten-
diéndose por tales las personas que, hasta 
el momento de configuración de la causal, 
hubieran mantenido con el causante una 
convivencia ininterrumpida de al menos 
cinco años en unión concubinaria de carác-
ter exclusivo, singular, estable y permanen-
te, cualquiera sea su sexo, identidad, orien-
tación u opción sexual y que no resultare 
alcanzada por los impedimentos dirimen-
tes establecidos en los numerales 1º, 2º, 4º 
y 5º del artículo 91 del Código Civil”.

Artículo 15
Sustitúyese el artículo  26 de la Ley 
Nº 16.713, de 3 de setiembre de 1995, con 
la redacción parcialmente introducida por 
la Ley Nº 16.759, de 4 de julio de 1996, por 
el siguiente:

“Artículo 26
(Condiciones del derecho 

y términos de la prestación)

En el caso del viudo, concubino, los pa-
dres absolutamente incapacitados para 
todo trabajo y las personas divorciadas, 
deberán acreditar conforme a la reglamen-
tación que se dicte, la dependencia econó-
mica del causante o la carencia de ingresos 
suficientes.

  

Tratándose de las viudas y de las concubi-
nas, tendrán derecho al beneficio siempre 
que sus ingresos mensuales no superen la 
suma de $ 15.000 (quince mil pesos uruguayos).

En el caso de los beneficiarios señalados en 
el literal  D) del artículo anterior, deberán 
justificar que gozaban de pensión alimen-
ticia servida por su ex cónyuge, decretada 
u homologada judicialmente. En estos ca-
sos, el monto de la pensión o la cuota parte, 
si concurriere con otros beneficiarios, no 
podrá exceder el de la pensión alimenticia.

Los hijos adoptivos y los padres adoptan-
tes, en todo caso deberán probar que han 
integrado, de hecho, un hogar común con 
el causante, conviviendo en su morada y 
constituyendo con el mismo una unidad 
moral y económica similar a la de la fami-
lia, siempre que esta situación fuese no-
toria y preexistente en cinco años por lo 
menos, a la fecha de configurar la causal 
pensionaria, aun cuando el cumplimiento 
de las formalidades legales de adopción 
fuese más reciente.

Cuando la causal pensionaria se opere an-
tes que el adoptado haya cumplido los diez 
años de edad, se exigirá que el beneficiario 
haya convivido con el causante la mitad de 
su edad a dicha fecha.

El goce de esta pensión es incompatible 
con el de la causada por vínculo de consan-
guinidad, pudiendo optar el interesado por 
una u otra.

Tratándose de beneficiarias viudas y de be-
neficiarias concubinas, que tengan cuaren-
ta o más años de edad a la fecha de falleci-
miento del causante, o que cumplan esa 
edad gozando del beneficio de la pensión, 

la misma se servirá durante toda su vida. 
Los restantes beneficiarios mencionados 
en los literales A), D) y E) del artículo 25 de 
la presente ley que cumplan con los requi-
sitos establecidos en este inciso, gozarán 
igualmente de la pensión durante toda su 
vida, salvo que se configuren respecto de 
los mismos las causales de término de la 
prestación que se establecen en este artí-
culo.

En el caso que los beneficiarios menciona-
dos en los literales  A), D) y E) del artícu-
lo 25 de la presente ley tengan entre trein-
ta y treinta y nueve años de edad a la fecha 
del fallecimiento del causante, la pensión 
se servirá por el término de cinco años 
y por el término de dos años cuando los 
mencionados beneficiarios sean menores 
de treinta años de edad a dicha fecha. Los 
períodos de prestación de la pensión a que 
hace referencia el inciso anterior no serán 
de aplicación en los casos en que:

a. El beneficiario estuviese total y absolu-
tamente incapacitado para todo trabajo.
b.Integren el núcleo familiar del beneficia-
rio hijos solteros menores de veintiún años 
de edad, en cuyo caso la pensión se servi-
rá hasta que estos últimos alcancen dicha 
edad, excepto cuando se trate de mayores 
de dieciocho años de edad que dispongan 
de medios de vida propios y suficientes 
para su congrua y decente sustentación.
c. Integren el núcleo familiar hijos solteros 
mayores de dieciocho años de edad abso-
lutamente incapacitados para todo trabajo.

El derecho a pensión se pierde:

a. Por contraer matrimonio en el caso del 
viudo, concubino y personas divorciadas.
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b. Por el cumplimiento de veintiún años de 
edad en los casos de hijos solteros.
c. Por hallarse el beneficiario al momento 
del fallecimiento del causante en algunas 
de las situaciones de desheredación o in-
dignidad previstas en los artículos  842, 
899, 900 y 901 del Código Civil.
d. Por recuperar su capacidad antes de los 
cuarenta y cinco años de edad los benefi-
ciarios mencionados en los literales B) y C) 
del artículo 25 de la presente ley.
e. Por mejorar la fortuna de los beneficiarios”.

Artículo 16
Sustitúyense los literales a., b. y e. del artí-
culo 32 de la Ley Nº 16.713, de 3 de setiem-
bre de 1995, por los siguientes:

“a. Si se trata de personas viudas o divor-
ciadas o concubinas o concubinos, el 75% 
(setenta y cinco por ciento) del básico de pen-
sión cuando exista núcleo familiar, o con-
currencia con hijos no integrantes del mis-
mo o padres del causante.
b. Si se trata exclusivamente de la viuda o 
concubina o del viudo o concubino, o hijos 
del causante, el 66% (sesenta y seis por cien-

to) del básico de pensión”.
e. Si se trata de la viuda o viudo en concu-
rrencia con la divorciada o divorciado y/o 
concubina o concubino, o de la divorciada 
o divorciado en concurrencia con la con-
cubina o concubino, sin núcleo familiar, el 
66% (sesenta y seis por ciento) del sueldo bá-
sico de pensión. Si alguna o algunas de esas 
categorías tuviere o tuvieren núcleo fami-
liar, el 9% (nueve por ciento) de diferencia 
se asignará o distribuirá, en su caso, entre 
esas partes”.

Artículo 17
Sustitúyense los literales a. y b. del artícu-
lo 33 de la Ley Nº 16.713, de 3 de setiem-
bre de 1995, por los siguientes:

“a. A la viuda o viudo, concubina o concu-
bino, divorciada o divorciado, con núcleo 
familiar, en concurrencia con otros bene-
ficiarios, le corresponderá el 70% (setenta 

por ciento) de la asignación de pensión.

Cuando concurran con núcleo familiar la 
viuda o viudo y/o concubina o concubino 
y/o divorciada o divorciado, la distribu-
ción de dicho porcentaje se hará por partes 
iguales a cada categoría. En el caso de que 
alguna o algunas de las categorías integre 
o integren núcleo familiar, su cuota parte 
será superior en un 14% (catorce por ciento) 
a la del resto de los beneficiarios.

El remanente de la asignación de pensión 
se distribuirá en partes iguales entre los 
restantes copartícipes de pensión.

b. A la viuda o viudo, concubina o concu-
bino, divorciada o divorciado, sin núcleo 
familiar, en concurrencia con otros benefi-
ciarios, le corresponderá el 60% (sesenta 
por ciento) de la asignación de pensión.

Cuando concurran la viuda o viudo y/o 
concubina o concubino y/o divorciada o 
divorciado, la distribución de dicho por-
centaje se hará por partes iguales a cada 
categoría.

El remanente se distribuirá en partes iguales 
entre los restantes copartícipes de pensión”.

Artículo 18
Sustitúyese el numeral II. del artículo 167 
de la Ley Nº 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, por el siguiente:

“II.
El pago total o parcial, debidamente docu-
mentado, de cobertura médica u odonto-
lógica, asistencial o preventiva, integral o 
complementaria otorgadas al trabajador, 
su cónyuge, concubina o concubino con 
cinco años de convivencia ininterrumpi-
da y demás características previstas por 
el literal  e. del artículo  25 de la presente 
ley, sus padres -cuando se encuentren a su 
cargo-, hijos menores de dieciocho años, o 
mayores de dieciocho y menores de vein-
ticinco mientras se encuentren cursando 
estudios terciarios e hijos incapaces, sin 
límite de edad”.

Artículo 19
Cumplido un año a partir de la entrada en 
vigencia de esta ley, quedarán extendidos 
a las concubinas y concubinos -a que re-
fieren los artículos  1º y 2º- todos los de-
rechos y obligaciones de seguridad social 
previstos para los cónyuges según el ám-
bito de inclusión que corresponda, a que 
refieren los artículos 14 a 18 de esta ley o 
de disposiciones legales ya vigentes.
A los efectos de la generación de pensiones 
de sobrevivencia, los requisitos previstos 
por los artículos 1º y 2º de esta ley debe-
rán existir al momento de configurarse la 
causal pensionaria.

Artículo 20
Para determinar los derechos y obligacio-
nes de seguridad social a que hubiere lu-
gar, la prueba de los extremos requeridos 
por los artículos 1º y 2º de la presente ley 
se realizará en el organismo previsional 

que correspondiere según la inclusión de 
los servicios respectivos, sin perjuicio de 
la eficacia que a tal fin tendrá, en lo perti-
nente, el reconocimiento judicial obtenido 
conforme a lo previsto en la ley.

Artículo 21
Los gastos que la aplicación de las disposi-
ciones contenidas en el presente capítulo 
pudiere generar al Banco de Previsión So-
cial, al Servicio de Retiros y Pensiones Po-
liciales y al Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas, serán atendidos 
por Rentas Generales, si fuera necesario.
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Ley Nº 18.065

Artículo 1º 
(Concepto)

Trabajo doméstico es el que presta, en rela-
ción de dependencia, una persona a otra u 
otras, o a una o más familias, con el objeto 
de consagrarles su cuidado y su trabajo en 
el hogar, en tareas vinculadas a éste, sin que 
dichas tareas puedan representar para el 
empleador una ganancia económica directa.
Artículo 2º
(Limitación de la jornada)

Establécese la limitación de la jornada labo-
ral de las/os trabajadoras/es domésticas/os 
en un máximo legal de ocho horas diarias, y 
de cuarenta y cuatro horas semanales.
Artículo 3º
(Descanso intermedio)

El descanso intermedio será de media hora 
pagada como trabajo efectivo si se trata-
re de trabajadoras/es que desarrollan su 
actividad en el régimen denominado “con 
retiro”. Tratándose de trabajadoras/es “sin 
retiro” el descanso intermedio tendrá una 
duración mínima de dos horas.
En ambos casos, las partes fijarán de co-
mún acuerdo la hora de inicio y finaliza-
ción del descanso intermedio.
El tiempo de descanso intermedio será de 
libre disposición por parte de los/as traba-
jadoras/es.
Artículo 4º
(Descanso semanal)

El descanso semanal será de treinta y seis 
horas ininterrumpidas, que comprenderá 
todo el día domingo, pudiendo acordar las 
partes el día de la semana en que se gozará 

el descanso restante.
Artículo 5º
(Descanso nocturno)

Las/os trabajadoras/es que desarrollen su 
actividad en el régimen denominado “sin 
retiro” tendrán derecho a un descanso míni-
mo nocturno de nueve horas continuas que 
no podrá ser interrumpido por el emplea-
dor, así como a una alimentación adecuada 
y a una habitación higiénica y privada.
Artículo 6º
(Salario y categorías)

Incorpórase a las/os trabajadoras/es del 
servicio doméstico en el sistema de fija-
ción de salarios y categorías dispuesto por 
la Ley Nº  10.449, de 12 de noviembre de 
1943, y demás disposiciones concordantes.
Artículo 7º
(Indemnización por despido)

Las/os trabajadoras/es domésticas/os, tanto 
mensuales como jornaleros, tendrán derecho 
a indemnización por despido desde los no-
venta días corridos de iniciada la relación la-
boral, rigiéndose en lo demás por las normas 
generales sobre despido.
Artículo 8º
(Indemnización por despido especial)

La trabajadora que fuera despedida encon-
trándose en estado de gravidez y hasta que 
hayan transcurrido por lo menos ciento 
ochenta días desde su reintegro efectivo 
de la licencia correspondiente, tendrá de-
recho a la indemnización especial prevista 
por el artículo 17 de la Ley Nº 11.577, de 
14 de octubre de 1950.
Artículo 9º
(Subsidio por desempleo)

Inclúyese a las/os trabajadoras/es del 

TRABAJO DOMÉSTICO
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servicio doméstico en la cobertura de 
desempleo prevista en el Decreto-Ley 
Nº 15.180, de 20 de agosto de 1981, mo-
dificativas y concordantes, en las formas y 
condiciones que fije la reglamentación.
Artículo 10
(Cobertura a la enfermedad común)

Las/os trabajadoras/es domésticas/os in-
cluidas/os en el seguro social de enfermedad 
organizado por el Decreto-Ley Nº  14.407, 
de 22 de julio de 1975, y normas concordan-
tes, sin perjuicio del derecho al subsidio por 
enfermedad dispuesto en el numeral  II. del 
artículo 13 de la referida norma, podrán op-
tar por la atención de una institución de asis-
tencia médica colectiva o por la que brinda la 
Administración de los Servicios de Salud del 
Estado (ASSE) del Ministerio de Salud Pública. 
A dichos efectos el Banco de Previsión Social 
contratará a ASSE en las condiciones econó-
micas que fijará la reglamentación de acuerdo 
con lo dispuesto por el artículo  275 de la 
Ley Nº 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
en la redacción dada por el artículo 287 de 
la Ley Nº 17.930, de 19 de diciembre de 2005.
Artículo 11
(Capacidad para contratar)

La edad mínima para desempeñarse como 
trabajador/a de servicio doméstico se es-
tablece en dieciocho años. Sin perjuicio 
de ello el Instituto del Niño y Adolescente 
del Uruguay podrá, cuando medien razo-
nes fundadas, autorizarlo/a a partir de los 
quince años de edad.
Artículo 12
(Documentación de trabajo)

Los patronos de las/os trabajadoras/es del 
servicio doméstico, deberán extender reci-
bo de sueldo en las condiciones dispuestas 
por el artículo  10 de la Ley Nº  16.244, 
de 30 de marzo de 1992, y normas regla-
mentarias.

Artículo 13
(Contralor e infracciones laborales)

El Ministerio de Trabajo y Seguridad So-
cial, a través de la Inspección General del 
Trabajo y la Seguridad Social, vigilará el 
cumplimiento de la presente ley.
A dichos efectos podrá realizar inspeccio-
nes domiciliarias cuando exista presunción 
de incumplimiento de las normas laborales 
y de la seguridad social, para lo cual deberá 
contar con orden judicial expedida con co-
nocimiento de causa por Juzgado Letrado 
de Primera Instancia del Trabajo o Juzgado 
Letrado de Primera Instancia del Interior, 
debiendo presentar al Juzgado competente, 
dentro de las cuarenta y ocho horas, testi-
monio de las actuaciones realizadas.
El incumplimiento a las obligaciones esta-
blecidas en la presente ley será sancionado 
de acuerdo a lo dispuesto por el artícu-
lo 289 de la Ley Nº 15.903, de 10 de no-
viembre de 1987, en la redacción dada por 
el artículo 412 de la Ley Nº 16.736, de 5 
de enero de 1996, y normas reglamentarias.
Artículo 14
(Aplicabilidad del derecho

del trabajo y seguridad social)

Serán aplicables a las/os trabajadoras/es 
del servicio doméstico todas las normas 
del derecho del trabajo y de la seguridad 
social, con las especialidades que surgen 
de la presente ley.

Decreto 224/007
VISTO: La ley nº 18.065 de 27 de noviem-
bre de 2006.
CONSIDERANDO: 
I. Que a efectos de facilitar la eficacia prác-
tica de tales disposiciones resulta necesa-
rio proceder a su reglamentación.
II. Que la ley sobre trabajo doméstico, no 
representa la creación de un estatuto la-
boral, sino un marco jurídico en el que se 

establecen algunas peculiaridades, rigien-
do en todo lo demás las normas comunes 
de derecho del trabajo y de la seguridad 
social.
III. Que consecuentemente, deben conside-
rarse tácitamente derogadas todas las dis-
posiciones legales y reglamentarias que, 
en su momento, establecieron requisitos 
o condiciones especiales a los trabajado-
res del servicio doméstico, para acceder al 
goce de determinados derechos o benefi-
cios sociales.
ATENTO: A lo expuesto y a lo dispuesto por el 
numeral 4º del artículo 168 de la Constitu-
ción de la República.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
DECRETA

Artículo 1
(Concepto)

Trabajo doméstico es el que presta, en rela-
ción de dependencia, una persona a otra u 
otras, o a una o más familias, con el objeto 
de consagrarles su cuidado y su trabajo en 
el hogar, en tareas vinculadas a éste, sin que 
dichas tareas puedan representar para el 
empleador una ganancia económica directa.
Artículo 2
(Exclusiones)

No se considera trabajo doméstico el rea-
lizado por:
a. los porteros, limpiadores y ascensoris-
tas que ocupan los propietarios de casa de 
apartamentos o escritorios, ni los choferes 
particulares;
b. el personal de servicio doméstico rural.
Artículo 3
(Aplicabilidad del derecho

del trabajo y seguridad social)

Las/os trabajadoras/es del servicio do-
méstico tendrán los mismos derechos la-
borales y de la seguridad social que rigen 

con carácter general para la actividad pri-
vada, con las peculiaridades previstas en el 
presente decreto.
Artículo 4
(Capacidad para contratar)

La edad mínima para desempeñarse como 
trabajador/a de servicio doméstico se es-
tablece en dieciocho años. Sin perjuicio de 
ello el Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay podrá, cuando medien razones 
fundadas, autorizar el desarrollo de la ac-
tividad a partir de los quince años de edad.
Artículo 5
(Limitación de la jornada)

La duración de la jornada de trabajo de 
las/os trabajadoras/es domésticas/os no 
podrá exceder de ocho horas diarias ni de 
cuarenta y cuatro horas semanales.
Abrógase el numeral II. del artículo 1º 
del decreto 611/980 de 19 de noviem-
bre de 1980.
Artículo 6
(Descanso Intermedio)

El descanso intermedio correspondiente 
al trabajo doméstico contratado en la mo-
dalidad “con retiro” y con jornada máxima 
legal será de media hora remunerada. Si la 
jornada convencional es superior a cuatro 
horas e inferior al máximo legal, la dura-
ción del descanso se prorraterá. Las partes 
podrán acordar que el mismo sea gozado al 
finalizar la jornada.
El descanso intermedio correspondiente 
al trabajo doméstico en la modalidad “sin 
retiro” será de dos horas como mínimo y 
no será remunerado. Las partes podrán fi-
jar de común acuerdo la hora de su inicio y 
finalización.
El tiempo de descanso intermedio será de 
libre disposición.
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Artículo 7
(Horas extras)

Se consideran horas extras las que exce-
dan el límite legal o convencional, las que 
se pagarán con el 100% (cien por ciento) de 
recargo del valor hora común, cuando se 
realicen en días hábiles, y del 150% (ciento 
cincuenta por ciento) de recargo del valor 
de hora común, cuando se realicen en días 
feriados o de descanso semanal.
Si el descanso semanal es de treinta y seis 
(36) horas, en el día en que se trabaja me-
dia jornada, se aplicarán los siguientes cri-
terios:
a. Las horas que excedan de la media jor-
nada y que se laboren hasta cumplir la 
jornada diaria legal o convencional vigente 
los demás días de la semana, se pagarán 
con un recargo del 100% (cien por ciento).
b. Las horas que excedan de dicha jornada, 
se pagarán con el 150% (ciento cincuenta por 

ciento) de recargo.
Si se trabajare el día en que corresponde 
veinticuatro (24) horas de descanso, se re-
munerará como descanso semanal trabaja-
do con un recargo del100% (cien por ciento).
Artículo 8
(Descanso nocturno mínimo)

Las/os trabajadoras/es que desarrollen 
su actividad en la modalidad “sin retiro” 
tendrán derecho a un descanso mínimo 
nocturno de nueve horas continuas que no 
podrá ser interrumpido por el empleador.
Artículo 9
(Descanso semanal)

El descanso semanal de treinta y seis horas 
ininterrumpidas podrá gozarse, según lo 
convengan las partes, a partir del mediodía 
del día sábado y durante todo el día domin-
go, o en su defecto, a partir del día domingo 
y hasta el mediodía del lunes siguiente.

Artículo 10.
(Salarios y categorías)

Agrégase al artículo 1º del Decreto 
139/005, de 19 de abril de 2005, sobre clasi-
ficación de actividades el siguiente numeral:
“XXI. Trabajo Doméstico.”
Artículo 11
(Derecho a la alimentación y habitación)

Todo empleador que contrate personal 
para realizar trabajo doméstico, bajo la 
modalidad “sin retiro”, deberá proporcio-
nar alimentación y habitación.
La alimentación deberá ser sana y suficien-
te, y comprenderá como mínimo el desayu-
no, el almuerzo y la cena, conforme a los 
usos y costumbres de la casa. La habitación 
deberá ser privada, amueblada e higiénica.
Cualquiera sea la modalidad de contrata-
ción, si el/la trabajador/a recibe alimen-
tación y habitación, podrá deducirse por 
dichos conceptos un 20% (veinte por ciento) 
del salario mínimo fijado. Si solo recibe ali-
mentación, la deducción no podrá ser su-
perior al 10% (diez por ciento).
El Consejo de Salarios podrá modificar los 
porcentajes de deducción previstos prece-
dentemente.
Artículo 12
(Documentación de trabajo)

Todo patrono de personal doméstico de-
berá extender recibo de haberes, conforme 
a lo dispuesto por los artículos 38 y si-
guientes del decreto 108/007 de 22 de 
marzo de 2007.
Artículo 13
(Desempleo: inclusión en el subsidio)

Las/os trabajadoras/es del servicio do-
méstico tendrán derecho a la cobertura de 
desempleo prevista en el Decreto-Ley nº 
15.180, de 20 de agosto de 1981, modifi-
cativas y concordantes, en las condiciones 
que se establecen en el presente decreto, 
y en todo lo no previsto se regirán por las 

disposiciones del decreto 14/982, de 19 
de enero de 1982, y modificativos.
Artículo 14
(Período previo para la generación 

del derecho al subsidio)

Los afiliados deberán contar al momento 
de configurar la causal (art. 5 del Decreto-Ley 

15.180 de 20 de agosto de 1981) con los siguien-
tes servicios registrados:
a. Cuando tenga retribución mensual, seis 
meses en los últimos doce meses, o en su 
defecto, doce meses en los últimos veinti-
cuatro meses;
b. Cuando tenga una retribución por día o 
por hora, ciento cincuenta jornales en los 
últimos doce meses, o en su defecto, dos-
cientos cincuenta jornales en los últimos 
veinticuatro meses.
Las/os beneficiarias/os que hayan ago-
tado, de modo continuo o discontinuo, el 
término máximo de duración de la pres-
tación por desempleo, podrán comenzar a 
recibirla nuevamente cuando hayan trans-
currido l menos doce meses desde que per-
cibieron la última prestación, seis de ellos 
de aportación efectiva, y reúnan las restan-
tes condiciones requerida para el reconoci-
miento de tal derecho.
Artículo 15
(Servicios computables)

A los efectos de la generación del derecho 
al subsidio por desempleo de las/los tra-
bajadoras/es domésticas, resultan acumu-
lables los servicios reconocidos (art. 77 de la 

ley 16.713 de 3 de setiembre de 1995), tanto los 
que posean inclusión “industria y comer-
cio” como “rural”.
Artículo 16
(Cobertura a la enfermedad común: 

elección de prestador de servicios médicos)

Las/os trabajadoras/es domésticas/os 
que ingresen por primera vez al mercado 
de trabajo en el desempeño de actividades 

amparadas por el Banco de Previsión Social 
deberán optar, por la atención de una de las 
instituciones de asistencia médica colectiva 
contratadas por el Banco de Previsión So-
cial, o por la que brinda la Administración 
de los Servicios de Salud del Estado (A.S.S.E.) 
del Ministerio de Salud Pública, con arancel 
cero, sin perjuicio del pago del complemen-
to de la cuota mutual a cargo del emplea-
dor (art. 338 de la Ley 16.320 de 1º de Noviembre 

de 1992). La afiliación no requerirá exámen 
previo de admisión ni habrá limitación de 
clase alguna por razón de edad.
Las/os trabajadoras/es que se encuentren 
afiliadas/os al seguro de enfermedad al 
día de entrada en vigencia la presente re-
glamentación, podrán optar, sin sujeción a 
plazo alguno, por mantener la entidad asis-
tencial en la que tienen cobertura, o por los 
servicios de la Administración de los Servi-
cios de Salud del Estado.
Las/os trabajadoras/es que, teniendo co-
bertura mutual vigente en el día inmediato 
anterior a la fecha de entrada en vigencia 
de la presente reglamentación, egresen de 
la actividad y reingresen a la misma u otra 
dentro de los 120 días de producido el egre-
so podrán optar por los servicios de la Ad-
ministración de los Servicios de la Salud del 
Estado, o cualquiera de las insutituciones 
de asistencia médica colectiva que tienen 
convenio con el Banco de Previsión Social.
Todos los prestadores de servicios de la sa-
lud deberán garantizar el nivel de asistencia 
previsto en el artículo 7, y modificativos, 
del Decreto 7/976 de 8 de enero de 1976.-
Las/os beneficiarias/os gozarán desde su 
afiliación de la totalidad de los derechos 
asistenciales, incluida la atención del em-
barazo, parto y puerperio, y no podrán ser 
desafiliadas/os por decisión unilateral de 
la institución cuando pierdan el carácter 
de tales, ya sea en forma transitoria o de-
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finitiva. También tendrán derecho a la afi-
liación prenatal de los hijos prevista en el 
Decreto 457/988 de 12 de julio de 1988 
y modificativos.
Artículo 17
(Contratación de B.P.S. Con A.S.S.E.)

A los efectos establecidos en el artículo pre-
cedente, las prestaciones se ajustarán a las 
condiciones contractuales acordadas entre 
el Banco de Previsisón Social y la Adminis-
tración de los Servicios de Salud del Estado.
No obstante, el precio de la cuota que el 
Banco de Previsión Social deberá abonar 
a la Administración de los Servicios de la 
Salud, será equivalente al valor promedio 
de la cuota que el Banco de Previsión So-
cial abona a las instituciones de Asistencia 
Médica Colectiva.
En caso de modificarse, con carácter gene-
ral, la forma de cálculo del valor de la cuo-
ta mutual que paga el Banco de Previsión 
Social a las instituciones Prestadoras de 
Servicios de Salud contratadas, el valor de 
la cuota correspondiente a las/os trabaja-
doras/es domésticas/os pasará a regirse 
por la nueva forma adoptada.
Artículo 18
(Subsidio por enfermedad)

Independientemente de la elección que 
haya efectuado el/la trabajador/a, cuando 
posea setenta y cinco días o tres meses de 
servicios registrados, como mínimo, dentro 
de los doce meses inmediatos anteriores 
a la fecha de denuncia de la enfermedad, 
contará con el subsidio por enfermedad y 
demás beneficios dispuestos por el nume-
ral II. del artículo 13 Decreto- Ley nº 
14.407, de 22 de julio de 1975, y demás 
normas concordantes y reglamentarias.

Artículo 19
(Reglamentación complementaria)

El Banco de Previsión Social podrá dictar 
los reglamentos necesarios para la imple-
mentación de los beneficios de seguridad 
social previstos en la ley que se reglamenta.
Artículo 20
Comuníquese, publíquese, etc.
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Ley 18561
NORMAS PARA SU PREVENCIÓN Y SANCIÓN 
EN EL ÁMBITO LABORAL Y EN LAS RELACIO-
NES DOCENTE-ALUMNO

Artículo 1º
(Objeto de la ley)

El objeto de la presente ley es prevenir y 
sancionar el acoso sexual así como pro-
teger a las víctimas del mismo, en tanto 
forma grave de discriminación y de desco-
nocimiento del respeto a la dignidad de las 
personas que debe presidir las relaciones 
laborales y de docencia. Esta ley se aplicará 
en el ámbito público y en el privado.
Artículo 2º
(Concepto de acoso sexual)

Se entiende por acoso sexual todo compor-
tamiento de naturaleza sexual, realizado 
por persona de igual o distinto sexo, no 
deseado por la persona a la que va dirigido 
y cuyo rechazo le produzca o amenace con 
producirle un perjuicio en su situación la-
boral o en su relación docente, o que cree 
un ambiente de trabajo intimidatorio, hos-
til o humillante para quien lo recibe.
Artículo 3º
(Comportamientos de acoso sexual)

El acoso sexual puede manifestarse -entre 
otros- por medio de los siguientes compor-
tamientos:
I. Requerimientos de favores sexuales que 
impliquen:
a. Promesa, implícita o explícita, de un 
trato preferencial respecto de la situación 
actual o futura de empleo o de estudio de 
quien la reciba.

b. Amenazas, implícitas o explícitas, de per-
juicios referidos a la situación actual o futu-
ra de empleo o de estudio de quien la reciba.
b. Exigencia de una conducta cuya aceptación 
o rechazo, sea, en forma implícita o explícita, 
condición para el empleo o de estudio.
II. Acercamientos corporales u otras con-
ductas físicas de naturaleza sexual, inde-
seada y ofensiva para quien los reciba.
III. Uso de expresiones (escritas u orales) o 
de imágenes de naturaleza sexual, que re-
sulten humillantes u ofensivas para quien 
las reciba. Un único incidente grave puede 
constituir acoso sexual.
Artículo 4º
(Agentes y responsables del acoso sexual)

Los actos comprendidos en el artículo pre-
cedente serán los cometidos directamente 
por la persona del empleador o jerarca o 
por quienes lo representen en el ejercicio 
del poder de dirección, que se sucedan tan-
to en el ámbito privado como en el público.
El empleador o jerarca será también res-
ponsable por los actos de sus dependientes 
o de toda otra persona vinculada al lugar 
de trabajo o entidad docente, en tanto haya 
tenido conocimiento de su ocurrencia y no 
haya tomado medidas para corregirla.
En caso de que el autor del acoso sexual 
fuera un trabajador dependiente, será san-
cionado de acuerdo con la gravedad del 
comportamiento, pudiendo ser despedido 
por notoria mala conducta y en caso de ser 
funcionario público la conducta será califi-
cada falta grave.

ACOSO SEXUAL
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Artículo 5º
(Responsabilidad del Estado)

El Estado será responsable de diseñar e im-
plementar políticas de sensibilización, edu-
cativas y de supervisión, para la prevención 
del acoso sexual laboral y docente, tanto en 
el ámbito público como en el privado.
La Inspección General del Trabajo y de la 
Seguridad Social es el órgano competente 
en el ámbito público y privado del contra-
lor del cumplimiento de la presente ley.
Artículo 6º
(Obligaciones del empleador)

Todo empleador o jerarca estará obligado a:
a. Adoptar las medidas que prevengan, 
desalienten y sancionen las conductas de 
acoso sexual.
b. Proteger la intimidad de las personas 
denunciantes o víctimas, debiendo mante-
ner en reserva las actuaciones que se cum-
plan así como la identidad del o la víctima 
y de quienes sean convocados a prestar 
testimonio en las investigaciones.
c. Instrumentar las medidas que protejan 
la integridad psico-física del o la víctima, y 
su contención desde la denuncia, durante 
las investigaciones y una vez que éstas cul-
minen adoptar acciones acordes a la deci-
sión emitida.
d. Comunicar y difundir a los supervisores, 
representantes, trabajadores/as, clientes y 
proveedores, así como al personal docente 
y no docente y a los alumnos/as la existen-
cia de una política institucional consecuen-
te contra el acoso sexual.
Artículo 7º
(Denuncia del acoso sexual)

El trabajador/a afectado puede optar por 
realizar la denuncia en el ámbito de su 
empresa u organismo del Estado o ante la 
Inspección General del Trabajo y de la Se-
guridad Social.

En caso que el trabajador/a opte por reali-
zar la denuncia en el ámbito de la empresa o 
entidad pública, podrá optar por realizar la 
denuncia ante el organismo bipartito en caso 
que el mismo exista, o ante la propia dirección.
En caso que se realice ante la propia di-
rección de la empresa o entidad pública, 
se deberá disponer la instrucción de una 
investigación administrativa o sumario se-
gún las características de la denuncia.
El empleador o jerarca, de considerar que 
dentro de la empresa u organismo estatal 
no están dadas las condiciones para asu-
mir las obligaciones que le impone esta ley, 
deberá remitir la misma a la Inspección 
General del Trabajo y de la Seguridad So-
cial, en un plazo no mayor de los cinco días 
de recibida la denuncia.
En caso que el jerarca disponga la instruc-
ción de investigación administrativa o suma-
rio según corresponda, contra la resolución 
que se dicte por el organismo corresponde-
rán los recursos o acciones judiciales perti-
nentes según la normativa vigente.
En caso que el empleador sea del ámbito 
privado y asumiera la realización de inves-
tigación interna, deberá cumplir con las 
obligaciones impuestas por esta ley; la in-
vestigación deberá constar por escrito, ser 
llevada en reserva, garantizando a ambas 
partes ser oídas y fundamentar sus dichos 
y su resolución deberá emitirse en un pla-
zo no mayor de treinta días.
En caso que el acosado/a haya realizado la 
denuncia dentro del ámbito de la empresa, 
ya sea ante el organismo bipartito o ante la 
propia dirección y su desarrollo o conclu-
siones sean considerados por el acosado/a 
lesivos de sus derechos fundamentales por 
razones de legalidad o de mérito, dentro 
del plazo de diez días hábiles, podrá pre-
sentarse ante la Inspección General del 

Trabajo y de la Seguridad Social a solicitar 
se inicie dentro de ese ámbito la instruc-
ción de investigación. También podrá so-
licitar a la Inspección General del Trabajo 
y de la Seguridad Social la instrucción de 
investigación, en caso que la empresa no 
haya dictado resolución dentro del plazo 
de treinta días de recibida la denuncia.
La Inspección General del Trabajo y de la 
Seguridad Social intimará a la empresa o 
mesa bipartita la remisión de las actua-
ciones cumplidas en su ámbito dentro del 
plazo de diez días hábiles.
Artículo 8º
(Procedimiento administrativo)

La investigación realizada por la Inspec-
ción General del Trabajo y de la Seguridad 
Social seguirá los procedimientos previs-
tos por la normativa vigente. La Inspección 
dispondrá de amplias facultades de inves-
tigación sobre los hechos denunciados, 
acordándose especial relevancia a la ins-
pección realizada en el lugar de trabajo y 
a las entrevistas realizadas en el lugar que 
crea más conveniente, para interrogar al 
denunciante, denunciado y testigos y re-
coger todas las pruebas que resulten per-
tinentes. El número de testigos a presentar 
por cada una de las partes no será mayor 
de cinco. Cuando la inspección proceda a 
interrogar personas que por su vincula-
ción con los implicados puedan tener un 
conocimiento directo de los hechos denun-
ciados, lo hará individualmente, en forma 
reservada, sin presencia de representantes 
de la persona denunciada ni de los denun-
ciantes y sin identificar en el expediente los 
datos de los deponentes. Sus datos serán 
relevados en documento que no integrará 
el expediente y permanecerá a resguar-
do de la Inspección por el plazo de cinco 
años, para el caso que sean solicitados por 
la sede judicial. En caso que la Inspección 

-por no disponerse dentro del organismo 
estatal o de la empresa las condiciones in-
dicadas para el interrogatorio- decida in-
terrogar a las personas vinculadas con los 
hechos denunciados fuera del local de la 
empresa, el tiempo que insuma el traslado 
al mismo y el interrogatorio será conside-
rado tiempo trabajado, debiendo conside-
rar en todo caso las necesidades que se 
acrediten del ciclo productivo.
A las audiencias que convoque la Inspec-
ción será obligatoria la concurrencia de 
los citados. La omisión no justificada de la 
empresa será pasible de aplicación de san-
ciones. Las audiencias deberán notificarse 
personalmente con un plazo mínimo de 
antelación de tres días hábiles, indicándo-
se sumariamente la denuncia presentada; 
todos los citados podrán comparecer asis-
tidos de abogados.
Artículo 9º
(Notificación y sanción)

Las conclusiones de la investigación reali-
zada por la Inspección General del Trabajo 
y de la Seguridad Social serán puestas en 
conocimiento del empleador o jerarca, el 
denunciante y el denunciado.
Finalizada la sustanciación de la denun-
cia, la Inspección General del Trabajo y de 
la Seguridad Social se expedirá respecto 
de aquélla en un plazo máximo de veinte 
días, aplicando sanciones al empleador o 
jerarca, si correspondieren. Además de las 
sanciones previstas por el artículo  293 
de la Ley Nº 15.903, de 10 de noviembre 
de 1987, la Inspección General del Trabajo 
y de la Seguridad Social podrá intimar a la 
empresa, jerarca, denunciante o denuncia-
do la adopción y cumplimiento de medidas 
de prevención y difusión de políticas insti-
tucionales contra el acoso sexual, a fin de 
disminuir los riesgos a que están expues-
tos, así como de contención y protección 
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de la integridad psico-física y dignidad 
del/las víctimas y quienes participaron en 
la investigación. La omisión del intimado 
en la adopción de estas medidas será pasi-
ble de sanciones.
Artículo 10
(Competencia de los sindicatos)

Cuando los sindicatos reciban denuncias 
de acoso sexual estarán facultados para 
concurrir ante la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social y a soli-
citar la constitución de la Inspección en el 
lugar de trabajo.
Los representantes sindicales podrán asis-
tir a las diligencias, salvo el interrogatorio 
a realizarse por la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social, y promover 
ante ese organismo las medidas que consi-
deren necesarias para una eficaz compro-
bación de los hechos denunciados, el cese 
de los mismos y su no reiteración, siempre 
que el trabajador/a involucrado/a presente 
su consentimiento a dicha asistencia.
El denunciante y denunciado podrán con-
currir con la asistencia jurídica que crean 
conveniente.
Artículo 11
(Indemnización)

El trabajador/a víctima de acoso sexual, sin 
perjuicio de la denuncia administrativa y de 
la acción penal que pudiese corresponder, 
tendrá derecho a reclamar al responsable 
una indemnización por daño moral mínima 
equivalente a seis mensualidades, de acuerdo 
con la última remuneración del trabajador/a.
El trabajador/a afectado podrá optar por 
la indemnización prevista en el inciso pre-
cedente o por considerarse indirectamente 
despedido/a, en cuyo caso el despido reves-
tirá el carácter de abusivo y dará derecho a 
una indemnización especial tarifada de seis 
mensualidades, de acuerdo con la última 
remuneración del trabajador/a, la que será 

acumulable a la indemnización común.
Artículo 12
(Protección contra represalias)

El trabajador/a afectado/a, así como quie-
nes hayan prestado declaración como tes-
tigos, no podrán ser objeto de despido, ni 
de sanciones disciplinarias por parte del 
empleador o jerarca. Se presume -salvo 
prueba en contrario- que el despido o las 
sanciones obedecen a motivos de represa-
lia cuando tengan lugar dentro del plazo 
de ciento ochenta días de interpuesta la 
denuncia de acoso en sede administrati-
va o judicial. El despido será calificado de 
abusivo y dará lugar a la indemnización 
prevista en el inciso  segundo del artí-
culo 11, con la salvaguarda de la notoria 
mala conducta.
Artículo 13
(Acoso sexual en la relación de docencia)

En una relación de docencia, el o la estu-
diante objeto de acoso sexual tendrá todos 
los derechos previstos por esta ley, incluso 
el derecho a reclamar al patrono o jerarca 
del docente la aplicación de las sanciones 
previstas en las respectivas reglamentacio-
nes internas y la indemnización a que hace 
referencia el artículo 11. Para el cálculo 
de la indemnización se tomará como base 
de cálculo el salario del trabajador respon-
sable del acoso sexual. De comprobarse un 
perjuicio en su situación educativa como 
resultado del acoso, tendrá derecho a ser 
restituido/a en el estado anterior al mismo.
Artículo 14
(Asociaciones profesionales, 

estudiantiles y gremiales).
Las asociaciones profesionales y gremiales 
de carácter laboral y estudiantil deberán 
establecer políticas preventivas y de san-
ción para los agremiados que incurran en 
conductas de acoso sexual.

Artículo 15
(Del contenido y los efectos de las denuncias)

Las resoluciones administrativas o judi-
ciales que concluyan que los elementos 
probatorios vertidos no acreditan, en las 
actuaciones realizadas, la existencia del 
acoso sexual denunciado, no afectarán la 
vigencia de la relación laboral. El o la de-
nunciante o denunciado a cuyo respecto se 
acredite fehacientemente en vía jurisdic-
cional que ha actuado con estratagemas o 
engaños artificiosos pretendiendo indu-
cir en error sobre la existencia del acoso 
sexual denunciado, para procurarse a sí 
mismo o a un tercero un provecho injusto 
en daño de otro, será pasible de acciones 
penales y su proceder podrá calificarse de 
notoria mala conducta.
Artículo 16
Las acciones judiciales para cuya ejecución 
faculta la presente ley se diligenciarán por 
el procedimiento y en los plazos estableci-
dos para la acción de amparo prevista en 
los artículos 4º a 10 de la Ley Nº 16.011, 
de 19 de diciembre de 1988, con indepen-
dencia de la existencia de otros medios ju-
rídicos de protección.
Artículo 17
La reglamentación de la presente ley con-
siderará las especialidades del acoso se-
xual según se trate en el área laboral o en 
el docente y, asimismo, se trate del ámbito 
público o privado.
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